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Capítulo segundo

PRESIDENCIALISMO AUTORITARIO 
Y SISTEMA DE PARTIDO HEGEMÓNICO. 

DOS CARAS DE LA MISMA MONEDA

I. Presidencialismo: deformación autoritaria 
del sistema presidencial

En los Estados constitucionales, modernos y democráticos, se presupone la 
división de los órganos del Estado en Poder Legislativo, Ejecutivo y Judicial; 
cada uno de ellos con funciones complementarias, pero necesariamente dife-
renciadas. A partir de esta división debe establecerse un sistema de controles 
y equilibrios que esté expresamente diseñado para que cada uno de esos po-
deres haga lo que la ley le faculta hacer, pero se eviten los abusos de poder en 
perjuicio de la libertad individual. Las democracias constitucionales operan 
sobre la base del liberalismo político.

Tanto Locke como Montesquieu consideraron, en sus respectivas teo-
rías, que el Poder Ejecutivo está supeditado al Poder Legislativo, ya que to-
das sus acciones deben observar el principio de legalidad, y ésta es una pri-
mera forma de control indispensable en una democracia. “[En] la relación 
entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo, en las tesis de Montesquieu 
encontramos la confirmación de… la idea de que la separación de poderes 
otorga al legislador la potestad de expresar la voluntad general del Estado” 
(Salazar, 2017, p. 33). El carácter representativo de una democracia moder-
na descansa, de manera privilegiada, en el Poder Legislativo; el Parlamento 
es el espacio naturalmente democrático en el que deben concurrir represen-
tantes de la mayoría, pero también de las minorías, lo que es especialmente 
relevante si tomamos en cuenta que este cuerpo colegiado tiene la facultad 
de legislar en un proceso deliberativo (Habermas) en el que se expresan los 
intereses de todos los gobernados a quienes representa en el Parlamento.

Un régimen democrático se distingue de uno autoritario porque en el 
primero las minorías ni desaparecen ni son anuladas (Bobbio, 1986). La plu-
ralidad política se contiene fundamentalmente en el Poder Legislativo, ya 

Libro completo en https://tinyurl.com/2p9kxnkp
2025. UNAM, Instituto de Investigaciones Jurídicas, Editorial SB 
https://www.juridicas.unam.mx/ 
Acervo de la BJV: https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv



24 MARÍA MARVÁN LABORDE

que forman parte del Parlamento o Congreso tanto los representantes de la 
mayoría como los representantes de las minorías; todos tienen la obligación 
de deliberar y el derecho a votar en la aprobación de las leyes. A contrario 
sensu, el Poder Ejecutivo, tanto en sistemas parlamentarios como en sistemas 
presidenciales, por definición está en manos de la mayoría.

Así, de la forma en la que se organice la relación entre el Poder Legisla-
tivo y el Poder Ejecutivo surgen los dos grandes sistemas de las democracias 
constitucionalistas; a saber, los sistemas parlamentarios y los presidenciales.15

De acuerdo con Salazar (2017, p. 40), las principales características 
del sistema parlamentario son las siguientes: a) el Parlamento goza de le-
gitimidad democrática directa al ser elegido a través del voto de toda la 
ciudadanía; b) el gobierno, jefe del Ejecutivo y del gabinete, emana del 
Parlamento y, por tanto, responde ante éste y no directamente al electo-
rado; c) el Parlamento puede destituir al gobierno mediante un voto de 
censura; en contrapartida, d) el gobierno puede destituir al Parlamento 
cuando convoca a elecciones generales de manera adelantada, y e) están 
separadas la figura del jefe de Gobierno (primer ministro, presidente del 
gobierno) de la figura del jefe de Estado (monarca, presidente).

En contraposición, las características del sistema presidencial son las si-
guientes: a) existe una legitimidad democrática dual porque tanto el Poder 
Legislativo como el Poder Ejecutivo provienen del voto popular directo;16 b) 
el Poder Legislativo suele ser bicameral; c) los poderes no se disuelven entre 
sí, y aunque existen supuestos constitucionales para destituir al titular del 
Poder Ejecutivo, estos son tan extremos que su implementación es prác-
ticamente inexistente;17 d) los miembros del gabinete no son responsables 
directamente frente al Parlamento; e) tanto el titular del Poder Ejecutivo 

15		 Para efectos de este trabajo no tomaremos en cuenta los sistemas semipresidencialis-
tas que reúnen características tanto de los sistemas presidenciales como de los parlamenta-
rios. Basta por ahora decir que el modelo arquetípico de semipresidencialismo es la V Re-
pública francesa, en la que conviven un presidente que se elige a través del voto directo con 
un primer ministro que surge de la mayoría de los representantes en la Asamblea Nacional. 
En ellos la cohabitación ocurre cuando el presidente es de un partido y el primer ministro 
de otro.

16		 Estados Unidos es la excepción, ya que, si bien el electorado vota por el presidente 
en una boleta propia, en realidad está eligiendo a un colegio electoral que vota por el pre-
sidente. Ha sucedido en la historia reciente que el voto popular favoreció a un candidato, 
pero la mayoría del colegio electoral se decantó por uno diferente. Esto fue posible gracias 
al gerrymandering y el malapportionment que existe en la distritación de ese país.

17		 La destitución del presidente a través de un juicio político, o impeachment, es práctica-
mente inexistente en la realidad, recordemos que en el caso de Nixon, en Estados Unidos, 
renunció cuando se aprobó la procedencia del juicio político. En este sentido, es una válvula 
de escape que en la práctica no ha funcionado como tal. En el siglo XXI algunas constitu-
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como los integrantes del Poder Legislativo son elegidos por un plazo fijo, y 
los casos en los que existe la reelección serían la única manera constitucio-
nalmente aceptada de continuar en el cargo; f) la jefatura de gobierno y la 
jefatura de Estado recaen en una misma persona.

Si bien es cierto que en la teoría de la división de poderes hay una natu-
ral preeminencia del Poder Legislativo sobre el Ejecutivo, hay que recono-
cer que en los sistemas presidenciales esto parece invertirse de manera casi 
natural, debido, entre otras cosas, a que en la actualidad prácticamente to-
dos los sistemas presidenciales son unipersonales y se eligen a través del voto 
directo de la ciudadanía. La personalización del poder en quien ocupa la 
presidencia es inevitable; de acuerdo con Bovero (2020), esta es una carac-
terística cada vez más común en los sistemas parlamentarios del siglo XXI.

Es también característico de los sistemas presidenciales que las eleccio-
nes estén previstas en fechas fijas. En términos generales, éstas sólo pueden 
adelantarse en situaciones extraordinarias, por ello ha habido connotados 
académicos, como Linz y Valenzuela (1994), que sostienen que los sistemas 
presidenciales democráticos están estructuralmente destinados al fracaso, o 
cuando menos a la inestabilidad. En una situación de crisis política, el presi-
dente suele tener pocas herramientas para solucionarla y, al mismo tiempo, 
el Parlamento no puede sustituir al presidente. En estas circunstancias, la 
tentación del presidente de recurrir a medidas autoritarias para afirmarse 
en el poder es tan fuerte como la tentación de que otras fuerzas políticas 
(poderes constitucionales o fácticos) consideren como una alternativa viable 
—quizá inclusive deseable— participar en un golpe de Estado. Desde su 
perspectiva, esta tensión permanente explica la crónica inestabilidad políti-
ca en los países de América Latina a lo largo de los siglos XIX y XX.

Por otra parte, la legitimidad dual que emana de los votos por separa-
do para elegir representantes del Poder Legislativo, y en boleta separada 
favorecer a la/el presidente/a, ha dado como resultado que en no pocas 
ocasiones el Poder Ejecutivo no cuente con una mayoría en el Congreso que 
le permita sacar adelante su proyecto de gobierno. Esto ha sido particular-
mente disfuncional en América Latina, en gran medida por el diseño de los 
sistemas electorales.

Como bien advierte Diego Valadés (2018), esta discusión proviene de 
los momentos fundacionales de los Estados latinoamericanos en el siglo 
XIX, ya que se presentó con diferentes matices en las nacientes naciones; a 
pesar de álgidas discusiones en casi todos los países latinoamericanos, ter-

ciones latinoamericanas han agregado la figura de la revocación de mandato —México en 
2019— para que la ciudadanía vote si debe permanecer o no el primer mandatario.
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minó por imponerse el modelo presidencial de Estados Unidos en los que 
existe la legitimidad dual que se desprende del voto separado.

Fue cuando Latinoamérica en particular, y el mundo en general, entra-
ron en lo que Huntington (1991) llamó “Tercera ola de democratización”, 
en el último cuarto del siglo pasado, que reapareció con fuerza la discusión 
sobre la superioridad de los sistemas parlamentarios por considerárseles 
más resilientes en situaciones críticas. Tanto los defensores de los sistemas 
parlamentarios como los de los sistemas presidenciales han esgrimido bue-
nos argumentos a favor de uno u otro. En contraposición, las posturas de 
Linz, Shugart y Carey argumentan que en los sistemas presidenciales es po-
sible conjuntar la representatividad con la eficiencia; ellos ven como ventaja 
la legitimidad dual que deriva de que se elija a través de votos separados a la 
persona titular del Poder Ejecutivo y a los integrantes del Poder Legislativo 
(Shugart & Carey, 1992).18

Lo que resulta innegable es que la diferencia esencial entre estos dos 
sistemas se encuentra en la relación entre el Poder Ejecutivo y el Poder Le-
gislativo. En un sistema parlamentario en el que los representantes tienen la 
encomienda de formar gobierno, las coaliciones de gobierno son obligadas 
cuando ningún partido logra tener mayoría absoluta. Cuando el electorado 
vota de manera separada por la persona titular del Poder Ejecutivo y por 
el cuerpo de representantes, existe la posibilidad de que se configure lo que 
conocemos como gobiernos sin mayoría, también llamados gobiernos divididos. La 
persona elegida para la presidencia podrá asumir el poder con independen-
cia de la fuerza que tenga su partido en el Congreso. Por ello, es importante 
resaltar que el sistema electoral y el número de partidos efectivos son indis-
pensables para la estabilidad y la gobernabilidad en uno u otro sistema.19

Cuando en un sistema presidencial no funciona de manera adecuada el 
sistema de controles y equilibrios, éste puede perder la condición de sistema 
democrático y convertirse en un sistema autoritario. El problema no está en 
la naturaleza misma del sistema presidencial, sino en la incapacidad mate-
rial o estructural con que el Poder Legislativo —el Poder Judicial o ambos— 
pueda limitar de manera directa al Poder Ejecutivo.

La personalización del poder en los sistemas presidenciales suele ser 
muy determinante, lo que impone una doble dificultad para controlarlo: 

18		 Para consultar una buena síntesis de estos argumentos véase Carbonell y Salazar, 
2006, pp. 120 y 121.

19		 En México las alianzas electorales no tienen consecuencia en el comportamiento de 
las y los representantes una vez que llegan al Congreso. Los partidos aliados no votan en 
bloque. El partido que gana la presidencia no tiene compromiso para incluirlos en puestos 
de primer nivel en la administración pública federal.
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por un lado el diseño institucional debe prever que las facultades de los po-
deres Legislativo y Judicial sean suficientes para llevar a cabo ese control, 
pero sin entorpecer el funcionamiento de la presidencia; por otra parte, hay 
una dificultad que es de carácter más subjetivo, la figura presidencial puede 
llegar a ser tan fuerte que fácilmente logre evadir controles legales, en espe-
cial en países con un débil Estado de derecho.20 Un sistema presidencial que 
tiene un Poder Ejecutivo irresponsable frente a los otros dos poderes se con-
vierte en un presidencialismo autoritario. La distinción entre el presiden-
cialismo autoritario y un sistema presidencial democrático no es nueva, ni 
se refiere sólo al sistema político mexicano. Debemos a Maurice Duverger 
(1988) la distinción más clara: el presidencialismo es la deformación autori-
taria de un sistema presidencial, porque no existe en él un verdadero sistema 
de controles y equilibrios que limiten al Poder Ejecutivo.

En los procesos de transición a la democracia de los últimos años del si-
glo XX y las primeras décadas del XXI, muchos países latinoamericanos re-
hicieron su pacto constitucional. A pesar de la vívida discusión que volvió a 
plantear la disyuntiva entre los sistemas presidenciales y los parlamentarios, 
han prevalecido los sistemas presidenciales, aunque se introdujeron algunas 
formas del parlamentarismo que pudieran servir de control para acotar de 
manera más efectiva al Poder Ejecutivo. Conocemos este fenómeno como 
el neopresidencialismo latinoamericano (Valadés, 2018).

Para efectos de este trabajo no ahondaré más en la discusión sobre la 
posibilidad o imposibilidad de que un sistema presidencial sea democrático, 
eficiente y estable, asumo que tanto los sistemas parlamentarios como los 
presidenciales pueden ser regímenes constitucionales democráticos y que 
en ambos pueden producirse condiciones de estabilidad y gobernabilidad. 
De la misma manera, ninguno está exento de crisis políticas y momentos de 
menor fortaleza de sus respectivos gobiernos, pero la capacidad de sortear 
estas crisis no depende de manera determinante de si estamos hablado de 
un sistema presidencial o uno parlamentario.

Valadés (2018, p. 31) habla de tres sistemas presidenciales que debemos 
distinguir: el tradicional, que no es democrático, y en este trabajo nos refe-
riremos a él como presidencialismo autoritario o simplemente presidencia-
lismo, para seguir a Maurice Duverger y Jorge Carpizo; el presidencialismo 
transicional,21 que se encuentra a caballo entre un sistema con importantes 

20		 Aquí entiendo Estado de derecho como el apego de la clase política y de la sociedad a 
la legalidad, a cumplir la ley y a tener medios efectivos de sanción legal, política y social para 
quienes transgreden el orden público.

21		 Reproduzco aquí la precisión lingüística que hace el propio Valadés en el texto citado, 
por considerarla importante para este trabajo, ya que asumiré y desarrollaré el concepto 
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características democráticas, pero aún en fase de consolidación y construc-
ción, y el sistema presidencial democrático, en el que tanto el (re)diseño 
constitucional como la práctica política permiten un adecuado funciona-
miento del sistema de controles y equilibrios, de tal manera y forma que 
no hay un ejercicio autoritario del poder; hay un sistema de rendición de 
cuentas que funciona adecuadamente, y lo más importante, los derechos 
fundamentales están efectivamente protegidos de los abusos del poder.

Entonces, en este capítulo analizo la construcción del presidencialismo 
tradicional autoritario en el México posrevolucionario, su relación simbió-
tica con el partido hegemónico y las principales reformas electorales que 
permitieron desmontar la hegemonía del PRI en 1997, toda vez que ésta es 
la base de la que debemos partir para entender por qué cuando el Congreso 
mexicano se convirtió en un espacio efectivamente plural se abrió la opor-
tunidad de construir un sistema presidencial democrático.

II. Presidencialismo tradicional 
autoritario mexicano

El origen del presidencialismo autoritario mexicano se encuentra, en gran 
medida, en el propio diseño constitucional que, inequívocamente, privilegió 
al Poder Ejecutivo por encima del Legislativo y del Judicial. El otro elemento 
que ayudó a consolidar este autoritarismo estuvo en la conformación del sis-
tema de partido hegemónico.

En su libro El presidencialismo mexicano, Jorge Carpizo (1978; 2020) iden-
tificó los siguientes elementos distorsionantes del sistema presidencial que 
caracterizaban al presidencialismo mexicano como un sistema en el que, por 
diseño, no funcionaba la división de poderes, lo que explica la concentración 
del poder en la persona del presidente.

Las causas del predominio del presidente mexicano son: a) es el jefe del partido 
predominante; b) el debilitamiento del Poder Legislativo; c) la integración, 
en buena parte, de la Suprema Corte de Justicia; d) su marcada influencia en 
la economía; e) la institucionalización del ejército cuyos jefes dependen de él; 
f) la fuerte influencia sobre la opinión pública a través de los controles y facul-
tades que tiene respecto de los medios de comunicación; g) la concentración 
de recursos económicos en la Federación, específicamente en el Ejecutivo; 

del presidencialismo transicional: “El adjetivo de transición todavía no ha sido aceptado 
académicamente en español, pero lo utilizo para denotar lo perteneciente o relativo a la 
transición” (Valadés, 2018, p. 31).
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h) las amplias facultades constitucionales y extraconstitucionales; i) la de-
terminación de todos los aspectos internacionales en los cuales interviene 
el país, sin que para ello exista ningún freno en el Senado; j) el gobierno 
directo de la región más importante y con mucho, del país, como lo es el 
Distrito Federal, y k) un elemento psicológico: ya que en lo general se acep-
ta el papel predominante del Ejecutivo sin que mayormente se le cuestione 
(Carpizo, 2020, p. 221).

Ignacio Marván (2017) refiere como una gran paradoja de la Revolu-
ción mexicana que, habiéndose levantado el movimiento armado en contra 
de la dictadura de Porfirio Díaz, el Congreso Constituyente de 1917 haya 
apostado por un presidente fuerte al que se le garantizaron todos los medios 
constitucionales y legales para poder gobernar sin que el Poder Legislativo se 
lo impidiera. Atribuye esto a dos factores que marcaron la historia mexicana 
del siglo XX: primero, Venustiano Carranza no creía en el parlamentarismo 
y lo consideraba un sistema “ajeno” a la experiencia americana; segundo, 
muchos de los constituyentes, al menos los de la fracción ganadora, creyeron 
válidos los argumentos del libro clásico de Emilio Rabasa (1912) La Constitu-
ción y la dictadura, que atribuyó las causas de la dictadura del general Porfirio 
Díaz a la debilidad estructural del Poder Ejecutivo de la Constitución de 
1857 frente al Poder Legislativo.

…los aspectos que más fortalecieron al Ejecutivo fueron los siguientes: 1) elec-
ción directa del presidente; 2) autorización para incidir en la tarea legislativa 
mediante figuras como el veto o la capacidad de convocar a sesiones extraor-
dinarias del Congreso; 3) sustracción al Congreso de la capacidad de juzgar al 
presidente durante su mandato y restricción de las causales de juicio político 
para el titular del Ejecutivo; 4) reserva exclusiva de la facultad para convocar 
al Congreso a sesiones extraordinarias; 5) debilitamiento de la Cámara de 
Diputados al otorgarle al Senado la capacidad de revisar la Cuenta Pública; 
6) introducción de una fórmula de salida en caso de la no aprobación del pre-
supuesto (permitiendo la aplicación del año anterior); 7) supresión de todas 
las facultades de investigación de la corte jurisdiccional que tenía el Congreso 
(Salazar, 2017, pp. 61 y 62).

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) 
dedica trece artículos a definir al Poder Ejecutivo, los requisitos para acce-
der a la presidencia y sus facultades (Título Tercero, Capítulo III, artícu-
los 80-93). En México, el Poder Ejecutivo es unipersonal (artículo 80 de la 
CPEUM), y al presidente se le elige a través de una elección directa en la que 
aquel candidato que obtiene el mayor número de votos resulta electo, no es 
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menester obtener una mayoría absoluta.22 Los debates sobre una presidencia 
colegiada quedaron descartados en el siglo XIX. Sin embargo, la elección 
directa, a pesar de que se discutió en el Congreso Constituyente de 1857, 
no prosperó y terminó por decantarse “por un procedimiento indirecto en 
primer grado y en escrutinio secreto” (Carpizo, 2020, p. 49). Fue hasta la 
Constitución de 1917 que finalmente se instituyó la elección por voto po-
pular y directo, lo que quedó consagrado en el artículo 81, y fue reformado 
por primera vez en 2019 para agregar la figura de revocación de mandato a 
través del voto popular.

De las transformaciones que ha sufrido el artículo 82 de la Constitu-
ción, que contiene los requisitos para ser presidente de la República, con-
sidero que los más relevantes son los que hacen referencia a la vinculación 
del presidente con las Fuerzas Armadas. El texto original de 1917 solamen-
te establecía que el candidato que aspirara a la presidencia se separara del 
Ejército noventa días antes de la elección; en 1927 se amplió a un año, y 
en 1943 se redujo a seis meses (Salazar, 2017, p. 72). Al finalizar la Revolu-
ción, no había una línea clara entre la clase política y los militares; estos, a 
través de la lucha armada, se convirtieron en generales del Ejército y fueron 
los liderazgos naturales para dirigir el destino político del país después de 
1917. El proceso de pacificación pasó, necesariamente, por la institucio-
nalización del Ejército y el sometimiento de militares y caciques al poder 
político, que fue desmilitarizándose en la medida en que la construcción del 
PNR fue siendo exitosa, hasta 1946, cuando se presentaron dos cambios 
fundamentales: el primero, al transformar el PRM en el PRI se eliminó al 
sector militar como elemento integral del partido; el segundo, al nominar 
como candidato a Miguel Alemán Valdés se inauguró la era de las presiden-
cias en manos de civiles.

El artículo 83, en su versión original de 1917, planteó una presiden-
cia de cuatro años y la prohibición de la reelección para el presidente que 
hubiese sido elegido a través del voto popular. Dejó a salvo los derechos 
de aquellas personas que en algún momento hubiesen ocupado de manera 
interina o provisional el cargo de presidente. En 1927 se reformó para alla-
narle el camino al caudillo Obregón, quien fue asesinado después de haber 

22		 En todos los años de gobierno dividido en México (1997-2018), se ha discutido la 
conveniencia de establecer un sistema electoral con doble vuelta para la elección presiden-
cial, no obstante, los desastrosos resultados que esto ha tenido en los países latinoamericanos 
que adoptaron esta modalidad en sus respectivos procesos de transición a la democracia. El 
balotaje funciona en Francia porque todos los puestos de elección popular son sometidos 
a este proceso y no sólo la presidencia, y porque tienen un sistema de mayoría relativa sin 
modalidades de representación proporcional.
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sido elegido; casi de inmediato vino la contrarreforma: en enero de 1928 se 
establece la presidencia sexenal, cambio que, sin duda, favorece la concen-
tración del poder personalizado. La tercera reforma fue en 1933, cuando se 
radicaliza el principio de no reelección: nadie que hubiese ocupado la pre-
sidencia bajo cualquier modalidad (interino, provisional o sustituto) podría 
regresar a la silla presidencial. Como veremos más adelante, este cambio 
también se realizó al artículo 59 para suprimir la reelección consecutiva en 
el Poder Legislativo, lo que, por supuesto, debilitó la posibilidad de que éste 
fuese un contrapeso eficiente al poder del presidente.

De ahí paso al artículo 88, que regula la posibilidad del presidente de 
ausentarse del territorio nacional. El texto original estableció que “El pre-
sidente de la República no podrá ausentarse del territorio nacional sin per-
miso del Congreso de la Unión”; la reforma relevante a este artículo se hizo 
en 2008, y como veremos en los capítulos subsiguientes, fue provocada por 
el obstruccionismo del Congreso en el contexto de los gobiernos sin mayo-
ría. Para evitar otro evento de esa naturaleza, se reformó la Constitución, 
permitiéndole ausentarse hasta por siete días sin necesidad de solicitar au-
torización; así permanece hasta la fecha, y sólo se le impuso la condición de 
informar sobre el resultado del viaje a su regreso.

En el artículo 89 de la CPEUM están las facultades y obligaciones del 
presidente. Se han modificado en numerosas ocasiones, por lo que me de-
tengo en las que, considero, ayudaron, de manera preponderante, a confor-
mar el presidencialismo. En la relación entre el Ejecutivo y el Legislativo 
vale la pena recordar que, en virtud de la fracción XI, era facultad exclusiva 
del presidente convocar a sesiones extraordinarias; para 1923 la Comisión 
Permanente también podría hacerlo, lo que, sin duda, fue un cambio a favor 
del Poder Legislativo. Por lo que hace a su relación con el Poder Judicial, 
debemos reparar en la reforma del 20 de agosto de 1928, con la que se 
agregan tres fracciones a ese artículo, que le permiten controlarlo. La más 
importante es la fracción XVIII, que le autoriza nombrar a los ministros 
de la SCJN; también se le otorgan facultades para nombrar a otros funcio-
narios del Poder Judicial y, en caso de mala conducta, destituirlos. Es hasta 
finales del siglo XX, 31 de diciembre de 1994, cuando se le otorgan faculta-
des de tribunal constitucional a la SCJN, que revierten, institucionalmente, 
esa concentración de poder. También resulta interesante la evolución de la 
fracción IV, que regula la relación del presidente con las Fuerzas Armadas 
y la potestad de disponer de ellas para la seguridad interior y la defensa 
exterior.23 De acuerdo con Salazar (2017), la reforma de 1944 fortaleció al 

23		 La condición geográfica de México ha determinado como irrelevante la defensa exte-
rior, al ser vecino de la potencia militar, política y económica más importante del mundo. Por 
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presidente porque le reafirma su amplia potestad para designar a los altos 
mandos de las Fuerzas Armadas; es indiscutible su condición de jefe supre-
mo de las mismas. En la era de los gobiernos divididos hubo siete reformas 
más, de las que hablaremos en el cuarto capítulo de este trabajo.24

El presidente es el titular de la Administración Pública Federal. En el 
diseño original constitucional se le otorgó la facultad de nombrar y remo-
ver libremente a los secretarios de Estado y al procurador General de la 
República. No se incluyó la creación y/o desaparición de secretarías de 
Estado como facultad expresa en el texto constitucional, pero ha sido una 
constante que los presidentes, al inicio de su sexenio, envíen iniciativas de 
ley para reformar la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, 
con lo que han tenido una libertad muy amplia para crear, transformar 
o desaparecer las secretarías de Estado. Huelga decir que el presidente 
nunca encontró resistencia por parte de los legisladores de su partido que 
controlaban al Poder Legislativo. Los secretarios de Estado son responsa-
bles ante el presidente, y aunque el Poder Legislativo puede llamarlos a 
comparecer, esta facultad rara vez fue ejercida en estos años. “Durante los 
años de partido hegemónico fue altamente improbable que el Congreso 
exigiera cuentas al Ejecutivo. Los actos formales como la presentación de 
informes o comparecencia de funcionarios públicos eran trámites consti-
tucionales o rituales de confirmación del liderazgo presidencial” (Casar et 
al., 2010, p. 348).

Las facultades del presidente también fueron diseñadas para darle la 
conducción de la economía del país, sin que para ello hubiese mayor con-
trol por parte del Poder Legislativo o del Judicial. De sus decisiones se hizo 
depender la política monetaria,25 la fiscal, la de precios y la capacidad de 
decidir sobre las grandes obras de infraestructura (Carpizo, 2020, pp. 135-
150). A partir de la expropiación petrolera (1938) quedó en sus manos 
la política energética y, más tarde, todo lo relacionado con la producción 

lo menos desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, las Fuerzas Armadas siempre se han 
destinado, de una u otra manera, a tareas internas. Esto adquirió gran relevancia en el Siglo 
XXI, cuando frente a la crisis de seguridad pública y el crecimiento de las actividades del 
crimen organizado, comenzaron a tener por disposición presidencial un papel sumamente 
relevante en tareas de seguridad pública y combate al crimen organizado.

24		 Fechas de las reformas al artículo 89 de la Constitución posteriores a 1997: 5 de abril 
de 2004; 12 de febrero de 2007; 10 de abril de 2011; 9 de agosto de 2012; 7 de febrero de 
2014; 10 de febrero de 2014, y 29 de enero de 2016.

25		 Es importante recordar que el Banco de México, creado el 25 de agosto de 1925 
por disposición del presidente Plutarco Elías Calles, dependió de la Administración Pública 
Federal hasta que se convirtió en el primer organismo constitucional autónomo en 1994 (la 
reforma constitucional es de 1993).
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de la energía eléctrica, incluidas las obras de infraestructura que servirían 
para dar acceso a la electricidad a toda la población, proyecto que tomó 
décadas.

Aunque formalmente la ley de ingresos era aprobada por el Poder Le-
gislativo y la de presupuesto sólo por la Cámara de Diputados, correspon-
día al presidente dictar la política presupuestal. La Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público (SHCP) presentaba ambas iniciativas, y eran aprobadas 
por los legisladores sin discusión alguna; sirvieron solamente como legitima-
dores de una decisión que se tomaba en el seno del Poder Ejecutivo, simple 
rubber stamp. Carpizo pone especial énfasis en la claudicación del Congreso 
para ejercer las facultades que pudo haber utilizado, tanto en materia pre-
supuestal como en el control del gasto público a través de la revisión de la 
Cuenta Pública.

Como señala Marván (2017), el presidente contaba con importantes fa-
cultades legislativas, a saber: la capacidad de veto y de convocar a sesiones 
extraordinarias del Congreso; sin embargo, éstas, por sí mismas, no expli-
can las causas de la subordinación del Legislativo a la voluntad presidencial. 
La construcción del sistema de partido hegemónico y la eliminación de la 
reelección legislativa inmediata, en 1933, fueron dos elementos determi-
nantes que propiciaron los altos niveles en la disciplina partidista de los le-
gisladores del PRI (Lujambio, 2010a). Como bien establece Carpizo (2020, 
p. 224), aquel legislador que se revelara en contra del presidente estaba 
acabando con su propia carrera política, ya que el Ejecutivo tenía el control 
efectivo sobre la totalidad de las candidaturas federales y estatales, cargos y 
puestos en la administración pública, en el sector paraestatal e inclusive en 
el Poder Judicial; cualquier desobediencia podía derivar en la muerte polí-
tica del transgresor.

A las causas estructurales es necesario agregar condiciones subjetivas 
que reforzaron el sometimiento de los políticos a la voluntad del presidente. 
Hay que reconocer que, genuinamente, se generaba un cierto sentimiento 
de agradecimiento hacia la persona del presidente, que servía, en última 
instancia, para reforzar el control sobre la agenda legislativa y los propios 
legisladores (Carpizo, 2020, p. 224). En pocas palabras, la fuerza centrípeta 
del presidente servía para retroalimentar la cultura parroquial y servil de los 
actores políticos (Almond & Verba, 1989).

Quedó en manos del presidente el nombramiento y la remoción del 
procurador General de la República, y con ello se le otorgó al presidente un 
inmenso poder de control sobre la procuración de justicia. La Constitución 
de 1917 estableció que corresponde al Ministerio Público el monopolio en 
el ejercicio de la acción penal, incluido el desistimiento de ésta. El presiden-
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te, a través del procurador de la República y el Ministerio Público, siem-
pre tuvo una gran discrecionalidad para abrir o desestimar averiguaciones 
previas. El presidente en turno siempre pudo utilizar a la Procuraduría con 
fines políticos.

En el texto original de 1917 el presidente no tenía la facultad de nom-
brar a los miembros de la SCJN. Fue en 1928, también por iniciativa de 
Calles, que se reformó el artículo 89, como ya vimos, y el artículo 96 para 
darle al presidente la facultad de nombrar a los ministros de la SCJN, facul-
tad que originariamente estaba en los congresos locales y en el Congreso de 
la Unión (Astudillo, 2016, p. 24). A pesar de que se dejó la participación del 
Senado, que en teoría podía no aprobar el nombramiento hecho por el pre-
sidente, esto se convirtió, en la práctica, en un mero trámite por la propia 
subordinación de los legisladores (Carpizo, 2020, p. 178).

No podemos explicar el presidencialismo sin mencionar la capacidad 
del Poder Ejecutivo para controlar las Fuerzas Armadas. El artículo 89 
constitucional le facultó para decidir a los altos mandos, y como bien dice 
Salazar (2017, p. 92), sus acciones en esta materia no estaban sujetas a nin-
guna suerte de control por parte del Poder Legislativo o el Poder Judicial. 
Del presidente dependen los nombramientos militares, lo que le permite 
controlar sus carreras. Con la reforma de 1944 la Constitución le otorgó la 
facultad para disponer de las Fuerzas Armadas para preservar la seguridad 
interior y la defensa exterior. Desde entonces, de manera progresiva, se ha 
entregado a las Fuerzas Armadas la responsabilidad de la seguridad pública 
y las labores de inteligencia. La debilidad estructural de los cuerpos policia-
cos federales, estatales y municipales ha sido suplida por la presencia de las 
Fuerzas Armadas (Garza et al., 2024).

Por lo que se refiere a la política exterior, también fue prerrogativa del 
presidente. Al ser jefe de Estado, es representante de México ante los go-
biernos extranjeros, y si bien se requiere de la aprobación del Senado para 
celebrar tratados, siempre contó con su consentimiento. Él era quien, en 
última instancia, decidía a qué gobiernos reconocer y a cuáles no, así como 
con qué país romper relaciones como signo de desaprobación. Su palabra 
determinaba el sentido del voto de México en los organismos internacio-
nales y multinacionales, y sin intervención del Senado tenía la facultad de 
interpretar y abrogar los tratados. En pocas palabras, era el presidente la 
única voz en la construcción de la política exterior.

Por último, pero no por ello menos importante, hay que mencionar los 
instrumentos de control con los que contó el presidente sobre los medios 
de comunicación, y en última instancia, sobre la libertad de expresión y la 
opinión pública. Había una debilidad estructural en la esfera pública: los 
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periódicos dependían de la voluntad presidencial por el control que tenía 
sobre la importación del papel periódico; la radio y la televisión estuvieron 
controladas por la forma en que se entregaban las concesiones para el uso 
del espectro radioeléctrico.

La televisión mexicana nació inexorablemente vinculada al presiden-
cialismo y a la hegemonía del partido. Fue Miguel Alemán quien decidió 
que la televisión en México sería un negocio privado (modelo estadouniden-
se) y no un servicio público (modelo europeo). De acuerdo con González 
(2015), la relación entre O’Farril (empresario en medios de comunicación) 
y el presidente era tan cercana, que siempre se supuso que el primero era 
prestanombres del segundo. Ilustra la relación simbiótica del presidencialis-
mo con la industria de la televisión el hecho mismo de que la primera trans-
misión oficial haya sido el cuarto informe de Miguel Alemán.

La primera transmisión pública oficial fue la cobertura mediante un enlace 
por microondas entre la Cámara de Diputados y el edificio de la Lotería Na-
cional, del cuarto informe presidencial a la nación. Funcionarios del gobierno 
de Alemán habían instalado ocho pantallas en espacios públicos para “tele-
visar” el evento. Montar una función pública del informe no era mala idea, 
sobre todo si se considera que sólo existían unos cien televisores en todo el 
país. (González, 2015, p. 39)

El control centralizado por el gobierno fuertemente presidencialista so-
bre los medios materiales indispensables para los medios de comunicación 
—papel y espectro radioeléctrico— se convirtió en un efectivo poder de 
censura y autocensura que propició la debilidad estructural de la opinión 
pública. No resulta exagerado afirmar que los medios de comunicación, a 
través de lo que decían —pero también de lo que callaban—, reforzaron 
una cultura que contribuyó a fortalecer el presidencialismo autoritario.

III. Presidencialismo autoritario 
y sistema de partido hegemónico: 

dos caras de una misma moneda

De la misma manera en que un sistema de partidos plural y competitivo es 
indispensable para una democracia moderna, no podemos explicar el hiper-
presidencialismo mexicano sin tomar en cuenta cómo se creó y consolidó en 
México el sistema de partido hegemónico.

 Ha quedado asentado que el diseño constitucional originario concibió 
un Ejecutivo fuerte, pero no necesariamente se previó la existencia de un 
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sistema de partido hegemónico. Este fue el resultado de una serie de deci-
siones políticas posteriores, algunas consagradas legalmente, otras fueron 
simplemente un conjunto de prácticas a las que Jorge Carpizo llamó “las 
facultades metaconstitucionales del presidente”.

Cuando hablamos del sistema de partido hegemónico nos referimos al 
periodo que va de 1929 a 1997, en el que podemos distinguir cuatro etapas 
distintas: la etapa de formación, 1929-1946; la etapa de consolidación del 
sistema de partido hegemónico, 1946-1963; la etapa de los diputados de 
partido, 1963-1977, y la etapa de franca inclusión y declive, 1977-1997.

El primer periodo empieza el 4 de marzo de 1929, con la convocatoria 
callista para fundar el PNR, y finaliza en 1946, con la promulgación de la 
Ley Electoral Federal (LEF), y en él queda consagrada la primacía legal del 
partido oficial que establece condiciones normativas de clara inequidad, 
en las que la competencia entre otras fuerzas políticas fue materialmente 
imposible.

Una vez concluida la lucha armada y promulgada la Constitución de 
1917, era indispensable pacificar el país a fin de hacerlo gobernable. Para 
ello, el primer paso fue disciplinar a los caudillos y caciques. El expresidente 
Plutarco Elías Calles convocó a la fundación del PNR después del intento 
reeleccionista de Obregón en 1928, quien no asumió el poder por segunda 
vez porque fue asesinado. Así, para institucionalizar la vida política del país 
era indispensable el control de todos aquellos que tuviesen aspiraciones a 
acceder a cualquier puesto de elección popular, desde la presidencia de la 
República hasta la presidencia del más humilde de los municipios del país, 
incluidos los puestos de los poderes legislativos, el federal y los locales. Esto 
suponía, necesariamente, la organización centralizada de los procesos elec-
torales. Calles fue la figura personal, el hombre fuerte, llamado “jefe máxi-
mo”, de la Revolución, y logró controlar la vida política entre 1929 y 1936, 
en el periodo que conocemos como Maximato.

Desde la fundación del Partido Nacional Revolucionario en 1929 y con una 
intensidad cada vez mayor con sus gestaciones posteriores, prácticamente la 
única vía de acceso a un cargo electivo era ser candidateado al mismo por el 
así llamado “partido oficial” que en consecuencia devino en una poderosa ma-
quinaria de control político. Por eso, en estricto sentido el PNR y sus sucesores, 
el Partido de la Revolución Mexicana (PRM) y el Partido Revolucionario Ins-
titucional (PRI) no fueron pensados originalmente como partidos, sino como 
auténticas maquinarias políticas de control social que permitieron articular el 
poder presidencial, procesar intereses y de alguna manera, pacificar la política 
en la etapa posrevolucionaria. (Córdova, 2021, p. 39)
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No es una exageración decir que el PNR se organizó desde el poder 
para concentrar dicho poder en un grupo que, por diseño constitucional, 
tenía como vértice la figura del presidente. Por eso sostengo que el presi-
dencialismo mexicano engendró al sistema de partido hegemónico, y éste 
fortaleció a aquel.26

Antes de 1929 había decenas de partidos en México, la mayoría de ellos 
caracterizados por ser débiles y generalmente efímeros; se organizaban y des-
aparecían al calor de algún proceso electoral y, en no pocas ocasiones, los cau-
dillos y caciques candidateados pagaban con su vida sus intenciones políticas. 
El PNR, en sus orígenes, fue una gran alianza de estos partidos, agrupó a la 
gran mayoría de los caudillos y caciques que habían formado su liderazgo en 
la lucha armada de 1910-1917.

El 29 de abril 1933 se llevó a cabo la reforma constitucional a la que 
hemos hecho referencia por la radicalización del principio de no reelección. 
Frente al temor de un nuevo intento reeleccionista como el de Obregón, se 
decide desterrar de manera absoluta ese proceso,27 y no sólo del titular del 
Poder Ejecutivo; la prohibición se amplió a los legisladores, a pesar de que 
la discusión nunca formó parte del proceso constituyente de 1917. Esto de-
bilitó estructuralmente al Poder Legislativo, ya que la única posibilidad de 
tener una carrera política pasaba por estar congraciado con el presidente 
en turno. Sin embargo, hay que reconocer que la prohibición absoluta de la 
reelección legislativa, en un escenario de partido casi único, jugó un papel 
fundamental en la estabilidad del sistema, al permitir una renovación cons-
tante de la élite política (Lujambio, 2010a, p. 83).28

El 10 de abril de 1936 es clave en la consolidación del presidencialis-
mo mexicano: el presidente Lázaro Cárdenas expulsó del país al expre-
sidente Plutarco Elías Calles. Su expulsión marcó el final del presiden-
cialismo caudillista y dio lugar al inicio del periodo del presidencialismo 
institucional.

26		 Entendemos el sistema de partido hegemónico pragmático exactamente como lo defi-
nió Giovanni Sartori en 1976, en su libro Partidos y sistemas de partido. Un sistema de partidos 
en el que, al menos por una generación, un partido cuenta más que los demás; obtiene la 
totalidad, o casi totalidad de los puestos de elección popular y, a pesar de que hay eleccio-
nes, no son competitivas. Este sistema no es democrático y sostiene un régimen autoritario.

27		 Como veremos, es hasta 2014, una vez desarticulado el sistema de partido hegemóni-
co, que la reelección consecutiva es (re)introducida en la CPEUM.

28		 El texto “Una clave constitucional, el artículo 59”, de Alonso Lujambio, se publicó 
por primera vez en 1994 en Derechos del pueblo mexicano. México a través de sus Constituciones, 
publicado por Editorial Porrúa-Senado de la República, LIX Legislatura. Tomo esta cita 
del libro que publicó la Cámara de Diputados en 2010 como un libro homenaje después del 
fallecimiento del autor.
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Correspondió también a Cárdenas la transformación del PNR en el 
PRM, el 30 de marzo de 1938, cuyo elemento central fue la organización 
por sectores, paso que resultó decisivo en el proceso de concentración del 
poder. Los partidos y liderazgos locales perdieron toda relevancia frente a la 
organización sectorial del PNR, que permitió una efectiva inclusión social 
en las filas del partido, extendida, por supuesto, a los militares que habían 
participado en la lucha armada.

La participación política de las personas quedó condicionada a su afi-
liación en los sectores del partido. A partir de 1938 la única forma de ha-
cer política fue a través de las corporaciones y sus dirigencias; con ello se 
desplazó, una vez más, a los individuos (ciudadanos), ahora de una manera 
formal.29 Si bien se establece que estatutariamente las candidaturas serán 
definidas mediante la estructura del partido, repartiéndolas entre los sec-
tores organizados, el control último de las mismas quedaba en manos del 
presidente. Como hemos dicho, esto generó una muy fuerte disciplina par-
tidista en el Congreso y en el resto del sistema político.30

Cuando el PNR se transforma en el PRM se preocupa por hacer explíci-
to que no es un partido obrero o campesino, tampoco un partido de cuadros; 
es un partido que, a través de sus corporaciones, es capaz de dar cabida a 
todos los grupos de la sociedad mexicana. En aquel entonces eran cuatro sec-
tores: el obrero, el campesino, el popular y el militar. Y de acuerdo con la na-
rrativa oficial, siempre argumentaron que resultaba innecesario o irrelevante 
un partido de oposición, ya que el juego democrático quedaba confinado al 
interior del partido corporativo en el que cabían todos.

En 1939 surgió el PAN31 como una alternativa católica al recién for-
mado PRM, que se alejaba de los planteamientos de carácter socialista de 
Lázaro Cárdenas, especialmente en lo que se refiere a la educación (Ma-
bry, 1973). En las elecciones de 1940 el general Juan Andrew Almazán se 

29		 Si Fernando Escalante habla de que en el siglo XIX tenemos ciudadanos imagina-
rios, en su magnífico libro que lleva este nombre, la corporativización de la política en los 
sectores del PRM imposibilitaría su nacimiento. Es hasta la reforma política de 1997 que 
al PAN se le concede, a regañadientes y con muchas trampas permanentes de todos los 
partidos políticos ya legalizados y legitimados, la prohibición de la afiliación corporativa a 
los partidos políticos.

30		 De acuerdo con la Historia documental del PNR-PRM-PRI, al momento de la trans-
formación entre el PNR y el PRM, Vicente Lombardo Toledano defiende en un discurso la 
“necesidad” del control que debe tener el nuevo partido, organizado por sectores sobre las 
candidaturas (Historia documental del PNR-PRM-PRI, vol. 3, pp. 384 y 385).

31		 Los únicos dos partidos que han subsistido desde entonces son el PAN, fundado en 
1939 y que conserva el mismo nombre, y el PRI, que como ya hemos dicho, nació en 1929 
y cambió en 1938 y en 1946.
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aparta de la familia revolucionaria para lanzar su candidatura a la presi-
dencia en contra del candidato oficial, el general Manuel Ávila Camacho. 
El PAN decidió no amarrar su destino al del candidato disidente, por lo 
que no le dio su respaldo de manera oficial, pero sí recomendó a quienes 
se afiliaban o simpatizaban con el recién formado partido que votaran por 
Almazán, al considerarlo una opción viable (Marván, 2000, pp. 94-96). 
Las elecciones de 1940 fueron violentas y nunca sabremos qué tan compe-
tidas; no hay duda de que Almazán obtuvo muchos más votos de los que 
le fueron reconocidos. El PAN logró sobrevivir la coyuntura de la elección 
presidencial y fue creciendo a lo largo del sexenio de Ávila Camacho; a 
la postre se convirtió en lo que Soledad Loaeza llamara “oposición leal” 
(Loaeza, 1999).

Este primer periodo concluye el 7 de enero de 1946, cuando se promul-
ga la LEF, que fue la respuesta del Estado a la relativamente exitosa cons-
titución de un partido fuera de la égida influencia del PRM. Esta ley fue 
diseñada para dificultar, en extremo, la formación y actuación de partidos 
de oposición y consolidar la hegemonía del partido oficial.

El segundo periodo transcurre entre 1946 y 1963, inicia con la promul-
gación de la LEF y concluye con la creación de los diputados de partido. 
Son los años de mayor estabilidad del sistema electoral, en los que el sistema 
de partido hegemónico fortalece al presidencialismo autoritario y viceversa. 
La narrativa de la ideología de la Revolución mexicana desprecia el plura-
lismo, sin ambages, hasta el punto en el que el arreglo institucional empie-
za a ser disfuncional. A pesar de la existencia de otros partidos, el sistema 
electoral no es competitivo; las oposiciones son retóricamente condenadas y 
políticamente contenidas. La izquierda es abiertamente perseguida; recor-
demos que son los años posteriores a la Segunda Guerra Mundial, los más 
crudos de la llamada Guerra Fría.

La LEF, aprobada el 7 de enero de 1946, otorgaba al Poder Ejecutivo el 
poder centralizado, incluida la organización de las elecciones federales y lo-
cales. El presidente, a través de su secretario de Gobernación, tenía la prerro-
gativa para decidir qué partidos obtenían el registro y cuáles no. La interpre-
tación de la ley era tan laxa o estricta como conviniera al presidente en turno 
(Molinar, 1991, p. 131).

Sólo diez días después, Manuel Ávila Camacho encabezaría la transfor-
mación del PRM en PRI (18 de enero de 1946); el cambio más importante 
fue, sin duda, la eliminación del sector militar como parte orgánica del par-
tido hegemónico. Habían transcurrido prácticamente tres décadas desde 
la promulgación de la Constitución de 1917, que oficialmente marcó el fin 
de la lucha armada. Las Fuerzas Armadas ya estaban institucionalizadas de 
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manera propicia y renovadas generacionalmente; era previsible su obedien-
cia incondicional al presidente. El tercer cambio fundamental de 1946 fue la 
elección del primer presidente posrevolucionario que no era militar. Miguel 
Alemán Valdés, abogado de formación, gobernador de Veracruz, secretario 
de Gobernación, y militante del PNR desde su fundación en 1929.

El PRI siempre gozó de las ventajas de ser el partido del gobierno, or-
ganizado para que el mismo grupo político ganara las elecciones sistemáti-
camente; es decir, gozó de tantas ventajas legales y extralegales, que conso-
lidó, en palabras de Giovanni Sartori (1976), el arquetipo de un sistema de 
partido hegemónico pragmático.32

El PAN había logrado cumplir con todos los requisitos para ser registra-
do como partido político nacional e iba acumulando afiliados y simpatizan-
tes que le dieron algunos triunfos, aunque estos no necesariamente le eran 
reconocidos. Sin embargo, la rigidez del sistema de partido hegemónico 
que había impuesto la LEF de 1946, más los múltiples fraudes cometidos 
en contra de este partido, alentaban su radicalización. Acaso el fraude más 
importante fue el cometido en contra del candidato presidencial Luis H. 
Álvarez, quien compitió en la elección de 1958.

En su estrategia de lucha contra el fraude, el PAN se retiró de la Comi-
sión Federal Electoral y solicitó, a los seis diputados a los que se les había re-
conocido su triunfo, no asumir el poder ni participar en el Colegio Electoral 
en la Cámara de Diputados (Marván, 2001, p. 114).33 Una vez que Adolfo 
López Mateos tomó posesión, el PAN continuó presionando y amenazó con 
retirarse de los procesos electorales. Otro precedente importante de esta 
reforma fue la muy baja participación en la elección intermedia de 1961.34 
A partir de entonces, surgieron los llamados diputados de partido. Esta re-
forma electoral marca el inicio del tercer periodo.

32		 Carpizo siempre utilizó la expresión de partido predominante, a pesar de que el libro 
de Sartori en el que acuña el concepto de partido hegemónico pragmático, cuyo ejemplo 
paradigmático es el caso mexicano y el Partido Revolucionario Institucional, fue publicado 
en inglés en 1976, dos años antes que su libro El presidencialismo mexicano. Inclusive en su apén-
dice 2, “Veintidós años de presidencialismo mexicano: 1978-2000. Una recapitulación”, su 
segundo apartado se titula “El presidente como jefe del partido que fue predominante”. 
La distinción es importante porque un partido predominante puede serlo en un ambiente 
democrático, mientras que, por el contrario, un sistema de partido hegemónico pragmático 
por definición es autoritario.

33		 De los seis diputados sólo dos acataron las órdenes del Comité Ejecutivo Nacional, los 
otros cuatro renunciaron al PAN a fin de quedarse con su curul.

34		 De acuerdo con Soledad Loaeza (1999, pp. 277-281), se calculaba que al menos 25% 
de la población mayor de 21 años no estaba empadronada, y de los empadronados, sólo acu-
dió a las urnas el 48%. Así que podemos decir que había un proceso de lo que hoy conocemos 
como “desafección política” que resultó muy preocupante para el propio PRI.
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El tercer periodo va de 1963 a 1977. Inicia con la reforma a los artículos 
54 y 63 constitucionales,35 abre un espacio de participación en el Congreso 
a las minorías a través de los llamados diputados de partido y concluye con 
la reforma político-electoral de Reyes Heroles.36 Los diputados de partido 
son considerados por la Constitución como un “complemento” a los de ma-
yoría relativa. No se les puede considerar, propiamente, como representa-
ción proporcional por la forma tan curiosa en la que se reparten los cargos. 
Cada partido que pudiese conseguir como mínimo el 2.5% de la votación 
tendría derecho a cinco representantes, tomados de entre sus propios candi-
datos; por cada medio punto porcentual, tendría derecho a uno más, hasta 
topar en 20 diputaciones como máximo, sumados los triunfos de mayoría 
relativa a los diputados de partido.

Según la exposición de motivos, el objetivo era en primer lugar “consolidar 
la estabilidad política orgánica” del país llevando por cauces legales las fuer-
zas cívicas agrupadas en partidos políticos, para garantizar el derecho de las 
minorías a estar representadas. Con este propósito la reforma inducía una 
fórmula de representación minoritaria que debía actuar como correctivo al 
efecto asfixiante de las mayorías oficiales, pero sin sacrificar uno sólo de los 
espacios que ya ocupaban esas mayorías (Loaeza, 1999, p. 281).

Al momento de la elección de 1964 contaban con registro el PRI, el 
PAN, el Partido Popular Socialista (PPS)37 y el Partido Auténtico de la Revo-
lución Mexicana (PARM),38 los dos últimos fueron escisiones de la llamada 
“familia revolucionaria” y conocidos como partidos de oposición simulada al 
haber aceptado ser comparsas funcionales del PRI, lo que resultaba útil para 
la legitimación aparentemente democrática del sistema político mexicano. El 
único de los tres partidos que alcanzó la votación requerida para poder ac-
ceder al reparto de curules fue el PAN. El Legislativo, en complicidad con el 
Ejecutivo, argumentaron que habría que dar cabida a los diputados del PPS 

35		 DOF, 22 de junio de 1963, y DOF, 28 de diciembre de 1963: Ley Electoral Federal, 
artículo 127.

36		 No deja de ser un dato curioso que la historiografía siempre adjudique esta reforma al 
entonces secretario de Gobernación, y no al presidente en turno. Acaso porque Jesús Reyes 
Heroles fue quien delineó el propósito de la misma en su famoso discurso de Chilpancingo, 
que citaré más adelante.

37		 Fundado por Vicente Lombardo Toledano en 1960. Se considera que es heredero del 
Partido Popular (1948), de una izquierda más radical.

38		 El PARM fue fundado por un grupo de militares inconformes con la marginación de 
los gobiernos civilistas al sector militar, Jacinto B. Treviño y Juan G. Barragán fueron los pri-
meros presidentes del partido. Tanto el PP como el PARM lograron su registro después de la 
ley de 1946; ambos fueron ayudados por el presidente en turno para que lograran el registro.
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y del PARM, ya que “el espíritu” de la reforma legal era incorporar a las 
minorías en reconocimiento a su legitimidad. Es evidente que para el pre-
sidente y el sistema de partido hegemónico era mejor tener cuatro partidos 
en el Congreso y no sólo dos.

Aun con sus limitaciones, esta reforma electoral fue especialmente im-
portante por ser la primera vez que el partido hegemónico reconoció cierta 
legitimidad a la oposición y consideró necesario tomarla en cuenta; se hace 
evidente la disfuncionalidad de la marginación a través de la rigidez de la 
ley y la imposibilidad de apelar las decisiones de la autoridad electoral que 
férreamente controlaba el Ejecutivo. Fue el momento de quiebre del siste-
ma electoral de mayoría relativa pura, y abrió paso a una cierta proporcio-
nalidad que, aunque muy controlada, sin duda inició el proceso de plurali-
zación de la Cámara (Lujambio, 2010c, p. 105).39

A finales de la década de 1950 el esquema de control resultante de 
la combinación del presidencialismo autoritario con el sistema de partido 
hegemónico comenzó a revelar los límites de la exclusión; la legitimidad 
del sistema entró en franco declive, al tiempo que la posibilidad de control 
también se iba debilitando, o al menos siendo cada vez más costosa. El lla-
mado “milagro mexicano” que en términos de economía había posibilitado 
un crecimiento acelerado y constante, empezó también a perder fuerza. 
El PRI-gobierno sabía que, política y económicamente, era indispensable 
mantener la disciplina de los sindicatos y controlar al movimiento obrero. 
Los movimientos sociales que demandaban mejoras salariales y posibilida-
des de participación política en la década de los sesenta se enfrentaron a una 
franca y abierta represión por parte del Estado, lo que mostró los límites a 
la capacidad de inclusión del sistema de partido hegemónico y del régimen 
autoritario que sostenía.

Los tres movimientos sociales más representativos que hicieron eviden-
te el declive del milagro mexicano y el agotamiento del esquema de con-
trol fueron el movimiento ferrocarrilero (1958-1959),40 el movimiento de los 
médicos (1964) y, por supuesto, el movimiento estudiantil de 1968. Tanto el 
movimiento ferrocarrilero como el de los médicos empezaron por una rei-

39		 Lujambio, Alonso, “La pluralización de las Cámaras del Congreso de la Unión en 
México (1964-1997)”. Este trabajo fue publicado originalmente en el libro El poder compartido: 
un ensayo sobre la democratización mexicana, de editorial Océano. Sin embargo, esta cita la tomo 
del volumen publicado por el Senado de la República, en 2010, como homenaje después de 
su fallecimiento.

40		 Es cierto que el movimiento ferrocarrilero antecedió a la reforma electoral de 1963, 
pero por motivos de claridad en la exposición lo incluyo en este periodo, porque considero 
debe ser entendido junto con el movimiento médico y el estudiantil.
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vindicación salarial. En el caso de los ferrocarrileros se solicitó un aumento 
de sueldo desde febrero de 1958, sus líderes, Demetrio Vallejo y Valentín 
Campa, líderes de izquierda, no aceptaron someterse a la Confederación 
de Trabajadores de México. Claramente, el primer movimiento sindical de 
relevancia nacional que quería independencia del partido hegemónico. La 
inflexibilidad del gobierno para satisfacer las demandas laborales fue en 
aumento desde septiembre de 1958 y culminó en 1959, con la abierta re-
presión a los huelguistas. Hubo cientos de encarcelados, así como muchos 
asesinados. Demetrio Vallejo y Valentín Campa fueron presos políticos des-
de 1959 hasta 1970, cuando fueron excarcelados, sin que en ninguno de los 
dos casos mediara un juicio. Es importante hacer notar que este conflicto 
comenzó en el sexenio de Adolfo Ruiz Cortines y terminó en el de Adolfo 
López Mateos.

El movimiento médico empezó con la protesta de médicos residentes 
y estudiantes del Hospital 20 de Noviembre, del ISSSTE. Los médicos de-
mandaban el pago del aguinaldo que se había entregado el año anterior. La 
huelga comenzó el 26 de noviembre de 1964 y culminó hasta septiembre 
de 1965. Coincidentemente, este conflicto también es transexenal; inicia al 
final del sexenio de López Mateos y termina en el sexenio de Díaz Ordaz. 
El conflicto se fue extendiendo y llegó a involucrar a 176 hospitales públicos 
y a 4,500 médicos. La reivindicación salarial también se tradujo en un fran-
co enfrentamiento político con el sindicalismo oficial. Dos cosas quedaron 
claras: el Estado carecía de flexibilidad económica para mejorar condicio-
nes laborales de la burocracia médica y, quizá todavía más importante, el 
PRI-gobierno no iba a tolerar organizaciones sindicales fuera del partido 
de Estado.

El movimiento estudiantil de 1968 fue el más importante de la década; 
desembocó en la tristemente célebre matanza del 2 de octubre, en Tlatelol-
co. La represión de Gustavo Díaz Ordaz dejó un número indeterminado de 
asesinados y presos políticos, ya que hasta la fecha no ha habido una cifra 
oficial medianamente creíble.41 Paradójicamente, esto no marcó el fin de la 
represión: años después, el 10 de junio de 1971, se repitió la misma dosis 
de fuerza e ilegalidad de un Estado que no encontraba la manera de incor-
porar a la vida política a unas clases medias críticas que no cabían, ni les 
interesaba caber, en el partido oficialista.

El sexenio de Luis Echeverría Álvarez se distinguió por el incremento 
en la beligerancia de las izquierdas, que, ante la cerrazón del régimen, veían 

41		 Con la primera alternancia en el año 2000, en 2001 se instaló una primera “Comisión 
de la verdad”, cuyos resultados fueron limitadísimos, por no decir francamente nulos (Agua-
yo & Treviño, 2007).
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como única puerta de salida la revolución o la guerrilla. Hay que destacar 
de manera especial a la Liga Comunista 23 de Septiembre, que con éxito 
puso en jaque al gobierno por el secuestro y asesinato, en 1973, de Eugenio 
Garza Sada y Fernando Aranguren, ambos empresarios, el primero regio-
montano, el segundo tapatío.

Finalmente, hay que tomar en cuenta la tímida reforma política impul-
sada por el presidente Luis Echeverría a principios de la década de 1970, 
con la finalidad de suavizar las fuertes tensiones políticas y sociales que que-
daron como saldo de la represión de Tlatelolco. Todas fueron reformas me-
nores, y por supuesto, insuficientes para fortalecer la legitimidad del sistema 
político mexicano.

La elección de 1976 ha sido la única en la historia de México en la 
que sólo surge un candidato a la presidencia. Ni siquiera en los años de 
la dictadura de Porfirio Díaz se presentó un fenómeno similar. Aunque las 
elecciones nunca fueron libres y el ganador, invariablemente, se conocía de 
antemano, Díaz tomaba las precauciones necesarias para que un “candi-
dato amigo” ayudara a guardar las apariencias de cierto juego al que ellos 
llamaban democrático. Ese año el PAN atravesó por una grave crisis interna 
que yo misma he reseñado en otras ocasiones,42 y el PPS y el PARM ya se 
habían adelantado a sumarse a la nominación del candidato priista, José 
López Portillo.43 La ausencia de democracia del sistema de partido hegemó-
nico y del presidencialismo mexicano resultó groseramente evidente a los 
ojos de cualquiera, incluido el entorno internacional.

El cuarto periodo transcurre entre 1977 y 1997, corresponde al proceso 
de deconstrucción de la hegemonía sistémica y es el que propiamente con-
sideramos el proceso de transición, que se gestó a través de aproximaciones 
sucesivas que reflejaban un antagonismo entre la necesidad de inclusión a 
las oposiciones y un PRI que resistía cualquier concesión que las fortale-
ciese. El partido hegemónico lentamente abrió espacios en la Cámara de 
Diputados, y se registraron partidos de izquierda para que participaran 
de manera legal en la competencia electoral. Para ello se aprobaron nuevas 
reglas electorales que se fueron modificando hasta que, finalmente, se ga-
rantizaron condiciones equitativas para la competencia.

42		 Véase Marván, María, Building Democracy in Mexico. Party Citizen and Rule of  Law, Ph. D. 
Dissertation, Estados Unidos de América, New School for Social Research, 2001, y Marván, 
María y Navarro, Fabiola, La reforma político electoral, su impacto al sistema electoral nacional y las 
relaciones entre el ámbito federal y las entidades federativas, México, Movimiento Ciudadano, 2019.

43		 Desde el proceso de sucesión, el PPS y el PARM nominaron al mismo candidato pre-
sidencial que el PRI; a cambio, la autoridad electoral, Comisión Federal Electoral, fue bene-
volente para reconocerles triunfos inexistentes y asegurarles un lugar en la oposición.



45EL PAPEL DEL PODER LEGISLATIVO EN LA DEMOCRACIA MEXICANA

IV. Transición sin ruptura: 
reformas electorales y desarticulación 

del partido hegemónico

Entre 1977 y 1997 hay una pausada pero constante transformación de las 
reglas electorales, así como de otras condiciones del sistema político mexica-
no, que cambiaron el sistema de partido hegemónico, no democrático, en un 
sistema de partidos de pluralismo limitado.

El proceso mexicano de transición a la democracia tiene muchas singu-
laridades, entre las que debemos mencionar, en primer lugar, que se crea 
con base en reformas constitucionales y legales, en lo que se ha llamado un 
gradualismo controlado que, a pesar de las muchas reformas constitucio-
nales, nunca convocó a un Congreso Constituyente. En este sentido, sim-
bólicamente nunca hubo un nuevo pacto social, y tampoco una revisión 
estructural de la división de poderes que propiciara una relación de control 
más democrático, que contuviera los abusos del hiperpresidencialismo.44 En 
segundo lugar, el proceso se llevó a cabo en un periodo de tiempo muy pro-
longado —en la periodización que propongo tomó dos décadas—.

He sostenido en otros textos que la transición a la democracia inició 
con la reforma electoral de 1977, en la que por primera vez el PRI acepta 
la necesidad de construir un sistema plural que incluyese a las oposicio-
nes de derechas e izquierdas, y que concluyó hasta 1997, cuando las reglas 
electorales alcanzaron el nivel que asegurara la equidad en la contienda. 
Simbólicamente hay dos elementos que justifican esta fecha: por un lado, 
la Constitución garantiza autonomía a la autoridad electoral, y el Poder 
Ejecutivo ya no tiene injerencia alguna en la organización y el arbitraje de 
las elecciones; por el otro, por primera vez el PRI no logró tener los votos 
suficientes para retener la mayoría absoluta en la Cámara de Diputados, 
no obstante la existencia de la cláusula de sobrerrepresentación del 8%. 
A partir de 1997 era de esperarse una transformación tanto al interior del 
Poder Legislativo como en la relación entre éste y el Ejecutivo (Marván & 
Navarro, 2019, p. 68).

44		 Mucho se discutió en círculos académicos sobre la conveniencia de convocar a un 
Congreso Constituyente. De acuerdo con Jorge Carpizo (2011, pp. 141-167), no había con-
diciones y el proceso acabaría en ruptura; por otro lado, Jaime Cárdenas Gracia (2005, p. 
133) consideraba que para desmontar de manera estructural el autoritarismo del sistema 
político mexicano, en sus palabras: “es preciso construir nuevas reglas del juego, para que 
las fuerzas políticas que lleguen al poder no repitan el mismo esquema autoritario”. A pesar 
de ser dos textos que se escribieron con seis años de diferencia, reflejan las dos posturas 
respecto al tema.
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Quizá se pregunte el lector ¿por qué no tomar en cuenta el año 1963 
como momento clave, si fue cuando se crearon las diputaciones de partido? 
Desde mi perspectiva, hay dos razones: la primera es que no se flexibilizaron 
las reglas para crear nuevos partidos, y la segunda es que no se hizo esfuerzo 
alguno de inclusión hacia las izquierdas; por el contrario, el régimen fue ha-
ciéndose cada vez más represor, especialmente en contra de los líderes socia-
les que se identificaban con el Partido Comunista Mexicano.

En estos veinte años se aprobaron tres diferentes leyes electorales; cada 
una derogó a la anterior: 1) Ley Federal de Organizaciones Políticas y Pro-
cesos Electorales (LFOPPE, en 1977); 2) Código Federal Electoral (CFE, 
en 1987), y 3) Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales 
(COFIPE, en 1990).45 Antes de la reforma de 1996, el COFIPE fue refor-
mado en 1993 y 1994.46

No me ocuparé de cada una de las reformas inextenso; me limitaré a se-
ñalar cuáles fueron, desde mi óptica, las condiciones que facilitaron la trans-
formación del sistema de partido hegemónico en un sistema de partidos de 
pluralismo limitado. También señalaré aquellos elementos que permanecie-
ron en la normativa electoral y que sirvieron para proteger los privilegios 
del PRI.

Las reformas electorales siempre son producto de fuertes negociaciones 
en las que el partido en el poder se ve forzado a hacer concesiones a los 
partidos en la oposición; estos buscan maximizar sus ganancias, mientras 
que aquellos quieren minimizar sus pérdidas. Finalmente, hay que recono-
cer que los sistemas electorales se crean por los propios sujetos regulados; 
son los partidos políticos que están sentados en el Poder Legislativo los que 
tienen que diseñar las reglas que regularán la siguiente competencia entre 
ellos. Las reformas electorales suceden cuando resulta más costoso, para 
el régimen, mantener excluida a la fuerza política que demanda mejores 
condiciones (Gallagher & Mitchell, 2005). Una de las razones por las que 
podemos explicar la inestabilidad de nuestras reglas electorales, entre 1977 
y 1997, es porque, sistemáticamente, se quedaron cortas en las expectativas 
de la oposición.

45		 Este COFIPE fue abrogado en 2008 y sustituido por uno de nueva creación con el 
mismo nombre, la justificación, acertada desde mi punto de vista, fue que todas las reformas 
introducidas entre 1990 y 2005 eran tantas, que se había hecho un texto imposible de leer y 
entender a cabalidad.

46		 Las dos reformas más importantes en los años de gobierno dividido fueron la de 2007-
2008 y la de 2014, que sustituye el COFIPE de 2008 por la Ley General de Instituciones 
y Procesos Electorales, y agrega la Ley General de Partidos Políticos y la Ley General en 
Materia de Delitos Electorales.
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Los actores partidistas suelen desarrollar estrategias al tratar de respetar una 
serie de reglas que los legitimen a ellos, al proceso electoral y a los resultados 
de este. En algunas ocasiones se busca imponer su visión normativa, el modo 
en que creen que debe ser la política democrática, y en otras, maximizar sus 
beneficios en términos electorales, impedir que otros actores tengan mejores 
opciones que ellos en la competencia, o usar las reglas del juego como mo-
neda de cambio para conseguir otros objetivos reformistas. (Freidenberg & 
Došek, 2016, p. 27)

José López Portillo subió al poder el 1o. de diciembre de 1976, en 
una gran paradoja que no podemos soslayar: fue un candidato sin com-
petencia reconocida legalmente;47 la crisis política y económica heredada 
del populismo de Luis Echeverría le hicieron prometer una profunda re-
forma política que abriera el sistema de partidos. El drástico cambio en 
el discurso del Poder Ejecutivo con respecto a las oposiciones se cristalizó 
en la exposición del secretario de Gobernación, Jesús Reyes Heroles, en 
Chilpancingo, con motivo del informe de gobierno del gobernador de 
Guerrero, en el que simultáneamente reconoció los pecados del Estado 
en la “guerra sucia” y la incapacidad de la familia revolucionaria para 
contener la creciente pluralidad mexicana, que, debido a la rigidez del 
PRI-gobierno, se fue haciendo cada vez más disfuncional y, por ende, más 
costosa (Freidenberg & Došek, 2016, p. 27).

Quiere esto decir que el gobierno de México sabrá introducir reformas polí-
ticas que faciliten la unidad democrática del pueblo, abarcando la pluralidad 
de ideas e intereses que lo configuran. Mayorías (sic) y minorías constituyen 
el todo nacional, y el respeto entre ellas, su convivencia pacífica dentro de la ley es 
base firme del desarrollo, del imperio de las libertades y de las posibilidades 
de progreso social.48

Las principales razones que facilitaron la transformación del sistema de 
partido hegemónico en un sistema de pluralismo limitado fueron: en primer 
lugar, la reforma al artículo 41 de la Constitución, que introdujo a los par-
tidos políticos —en plural— como entidades de interés público; segundo, 
la flexibilización de las reglas para aceptar nuevos partidos en la contienda 

47		 En la elección de 1976, algunos actores de la izquierda promovieron la candidatura de 
Valentín Campa, sin embargo, ésta nunca se formalizó por no haber competido a través de un 
partido político con registro oficial.

48		 Reyes Heroles, Jesús, 1o. de abril de 1977, subrayado propio, disponible en: https://
www.memoriapoliticademexico.org/Textos/6Revolucion/1977-DIRF-JRH.html (fecha de consulta: 19 
de diciembre de 2022).
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electoral por medio del registro condicionado de partidos políticos, y terce-
ro, la introducción de la proporcionalidad al sistema electoral a través del 
sistema mixto que combinó la mayoría relativa con la representación pro-
porcional.

Con gusto o a regañadientes hubo un cambio radical en el discurso del 
Poder Ejecutivo y en los principales líderes del PRI al reivindicar a las op-
ciones políticas más allá de la familia revolucionaria. Consecuencia de ello, 
hubo un creciente pluralismo, primero en la Cámara de Diputados, y más 
tarde en la Cámara de Senadores. A pesar de que hoy esos cambios pudie-
ran parecer nimios, en realidad fueron la palanca de transformación del sis-
tema electoral mexicano, y en última instancia, conforme se incrementó la 
presencia de legisladores de oposición en el Congreso, propiciaron el cam-
bio de régimen (Woldenberg, 2019; Lujambio, 2010a [2000]).

El sistema electoral mixto que se creó en 1977 consistió en combinar 
300 curules que podrían obtenerse a través del sistema de mayoría relati-
va y 100 por el sistema de representación proporcional. El tamaño de la 
Cámara de Diputados se incrementó, pasó de 273 diputados en 1976, a 
400 en 1979. El crecimiento en las diputaciones de mayoría relativa del 
10% seguramente favoreció el acuerdo entre priistas, ya que no parecía 
que las concesiones a la oposición minaran sus oportunidades de obtener 
una curul. Las 100 curules de representación proporcional quedaban re-
servadas para las oposiciones. Las posibilidades de que éstas ganaran un 
número significativo de distritos de mayoría relativa se descartaban por 
diseño: los distritos estaban hechos con grandes sesgos de gerrymandering 
(Saltiel, 1991), el control del PRI y el Ejecutivo sobre la organización de 
las elecciones, la ausencia de instancias para combatir las decisiones de la 
Comisión Federal Electoral, etcétera. Todo estaba diseñado para favore-
cer los triunfos del PRI.

Como la preocupación fundamental de la reforma electoral de 1977 era 
la incorporación de las izquierdas a la legalidad, se creó lo que la propia le-
gislación llamó “registro condicionado” (LFOPPE, artículos 31-35), que eli-
minó la realización de asambleas y la demostración del número de afiliados 
frente a notario público, y lo sustituyó por ciertos requisitos legales mínimos: 
bastaba con manifestar frente a la Secretaría de Gobernación (Segob) su 
intención de participar en las siguientes elecciones, contar con documentos 
como una declaración de principios y estatutos de su organización interna, 
un programa de acción, y el registro de la dirigencia del partido. Con esto 
se les permitió participar en las elecciones de 1979. Para permanecer en el 
sistema electoral sólo debían conseguir el bajísimo umbral de participación 
cifrado en 1.5% de la votación válida. Huelga decir que sin el registro con-
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dicionado habría sido imposible que las izquierdas se animaran a participar 
en la contienda (Marván & Navarro, 2019, pp. 82 y ss.).

De acuerdo con Alonso Lujambio, la lenta pero constante pluralización 
de la Cámara de Diputados sirvió también para tender puentes de comuni-
cación y negociación entre los líderes de los principales partidos políticos. 
La convivencia cotidiana en el recinto parlamentario facilitó las relaciones 
interpersonales entre políticos de las diversas fuerzas, que por primera vez 
se reconocían como adversarias y no como enemigas. Esto permitió la cons-
trucción de interlocutores; sin ellos, sería imposible explicar la evolución del 
sistema político mexicano.

Producto de la tensión en las negociaciones de las reformas electorales, 
incluida la de 1977, el PRI logró mantener un auténtico sistema de pro-
tección de su hegemonía, sostenido por dos pilares constitucionales prin-
cipales: la introducción de las fórmulas de proporcionalidad en el sistema 
electoral, que siempre estuvieron pensadas desde la lógica de la mayoría 
privilegiada vis a vis las minorías toleradas, y el diseño de la autoridad elec-
toral que siempre le daba ventajas al PRI, sostenido y apalancado desde el 
Poder Ejecutivo. A esto podríamos agregar un tercero, producto del control 
del presidente sobre las finanzas públicas; es decir, los recursos económi-
cos y humanos a disposición del PRI eran los de los gobiernos sin ninguna 
distinción entre recursos del partido y recursos de los gobiernos municipa-
les, estatales y del gobierno federal, lo que hacía imposible la competencia 
equitativa.

Pareciera una contradicción, en sus términos, decir que la transición en 
México fue posible gracias a la introducción de la representación proporcio-
nal y luego afirmar que ésta, por su diseño, siempre ha sido desproporcional. 
Es un hecho innegable que la reforma de 1977 abrió el espacio político a las 
oposiciones, sin embargo, su diseño les confinaba un máximo de 25% de la 
Cámara de Diputados; en 1986 les aseguró la mayoría absoluta, y en 1997 
les garantizó una sobrerrepresentación del 8%, o sea, una apertura aceptada 
por el partido hegemónico, siempre y cuando no pusiese en riesgo la postura 
privilegiada del PRI en la competencia.49

La reforma electoral de 1977 había dado los resultados esperados en 
términos de incorporación de nuevas fuerzas políticas a la lucha electoral, 
aunque estos pronto se convirtieron en una amenaza para el PRI. El des-
censo en las preferencias del PRI fue, quizá, más acelerado de lo esperado 

49		 Hay que tomar en cuenta que el control del PRI en el sistema electoral incluía el 
monopolio en el diseño de la geografía electoral. Está ampliamente demostrado que la dis-
tritación estaba de tal manera amañada, que era muy difícil para la oposición obtener dipu-
taciones de mayoría relativa en proporción a sus preferencias electorales (Saltiel, 1991).
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por el partido y el propio gobierno. En las elecciones federales de 1985 el 
PRI sólo obtuvo el 64.8% de la votación. En el ámbito local, el fortaleci-
miento de las oposiciones, particularmente del PAN, generó nuevas tensio-
nes: en 1986 las elecciones en Chihuahua pusieron al PRI en una situación 
crítica, ya que los resultados oficiales, que daban el triunfo a su candidato, 
fueron rechazados por aquel partido, que siempre sostuvo que se le había 
arrebatado el triunfo a Francisco Barrio Terrazas. El PAN y diversos actores 
de la sociedad civil organizaron con éxito acciones de resistencia.

Es en este contexto que Miguel de la Madrid introdujo la reforma elec-
toral de 1986, que incrementó a 500 el número de representantes en el 
Congreso, los mismos 300 de mayoría relativa y un incremento del 100% 
de los de representación proporcional, que pasaron de 100 curules a 200. 
En contrapartida, el partido mayoritario —es decir, el PRI— también ten-
dría acceso a las diputaciones de representación proporcional. Fue en esta 
reforma que se creó la llamada “cláusula de gobernabilidad”, que era una 
medida de protección para asegurar la mayoría absoluta en la Cámara de 
Diputados al partido mayoritario.

…el mayor partido en la competencia por los distritos obtendría el número de 
escaños de representación proporcional al suficiente para que, sumados éstos a 
los ganados a través de los 300 distritos de mayoría, obtuviera la mayoría abso-
luta de la Cámara de Diputados (es decir, por lo menos el 50 por ciento más 1 
de los escaños). Adicionalmente se establecía que ningún partido podría obte-
ner más del 70 por ciento de la representación y que si el partido más grande 
obtenía entre el 50.2 por ciento y 70 por ciento de la votación, obtendría un 
porcentaje idéntico de representación. (Lujambio, 2010a [2000], p. 108)

Para poder entender los cambios políticos es indispensable hacer una 
breve referencia del contexto económico y del proyecto de país que se im-
pulsó desde Miguel de la Madrid, ya que el cambio de paradigma econó-
mico también pasó factura a la hegemonía priista. El inicio de lo que se ha 
llamado “la época de la economía neoliberal” supuso una fractura interna 
en el PRI, que llevó a la formación de la Corriente Democrática en el seno 
del partido.

Cuauhtémoc Cárdenas, Porfirio Muñoz Ledo e Ifigenia Martínez ini-
ciaron un movimiento interno que solicitaba que no fuera el presidente 
quien definiera las candidaturas, especialmente la presidencial. El proceso 
de apertura iniciado en 1977 se había infiltrado en el PRI, que ahora solici-
taba una mínima democratización del proceso de selección de las candida-
turas para la elección de 1988, y, sobre todo, poner a discusión el modelo de 
política económica que debería impulsarse en el siguiente sexenio. En pocas 
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palabras, la facultad metaconstitucional del presidente de elegir a su sucesor 
se tornó anacrónica y disfuncional, pero no se erradicó.

 Como sabemos, la demanda fracasó y terminó con el rompimiento y 
su salida del partido. La Corriente Democrática del PRI se convirtió en el 
Frente Democrático Nacional.50 El liderazgo de Cárdenas logró convocar 
a los partidos de izquierda y su candidatura fue lanzada por la siguiente 
coalición: el Partido Socialdemócrata Mexicano, el Partido Mexicano So-
cialista —resultante de la fusión entre el Partido Socialista Unificado de 
México (PSUM), y el Partido Mexicano de los Trabajadores (PMT)—51 y 
tres partidos reconocidos como partidos paraestatales —o como los llama 
Loaeza, oposición simulada—, los ya bien conocidos Partido Auténtico de 
la Revolución Mexicana (PARM) y Partido Popular Socialista (PPS), al que 
se había sumado un tercero, el Partido Socialista de los Trabajadores (PST), 
que en 1987 cambió su nombre por el de Partido del Frente Cardenista de 
Reconstrucción Nacional (PFCRN). En 1989 esta gran coalición dio lugar 
al Partido de la Revolución Democrática (PRD), aunque no lo conformaron 
todos los partidos que habían apoyado la candidatura de Cárdenas.

La fortaleza de la candidatura de Cuauhtémoc Cárdenas se expresó 
en las urnas de manera no prevista por el PRI-gobierno, que controlaba 
todas las fases del proceso electoral, desde la Comisión Federal Electoral, el 
cómputo de votos que carecía de cualquier medida de seguridad y transpa-
rencia, hasta la calificación política de la elección en la Cámara de Dipu-
tados. El daño a la hegemonía del PRI fue mayúsculo: por primera vez en 
la historia perdió la posibilidad de reformar, por sí mismo, la Constitución, 
y se vio obligado a hacer alianzas al menos con uno de los partidos de la 
oposición. También hay que recordar que perdieron los senadores priistas 
en el Distrito Federal (hoy Ciudad de México) y en Michoacán —valga re-
memorar que fueron los primeros cuatro senadores de oposición desde el 
nacimiento del partido de Estado—.

Los resultados electorales de 1988 fueron impugnados a través de las 
débiles disposiciones legales que había previsto la reforma de 1986; sin em-
bargo, el control del Ejecutivo-PRI sobre la Comisión Federal Electoral y el 
Tribunal Administrativo de lo Contencioso Electoral hizo imposible revertir 
la convicción de que hubo un fraude electoral de proporciones mayúsculas.

50		 El Código Federal Electoral de 1986 fue la primera legislación que permitió la confor-
mación de frentes y coaliciones, así como las candidaturas comunes.

51		 El PSUM y el PMT se fusionaron en el PMS el 28 de marzo de 1987, y postuló como 
su candidato a la presidencia al ingeniero Heberto Castillo, quien en 1988 decidió declinar 
a favor de Cuauhtémoc Cárdenas debido a la fuerza que había cobrado el cardenismo y con 
la intención de no dividir el voto.
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Después del descalabro electoral de 1988 las medidas de protección 
para el partido mayoritario fueron todavía más cínicas: en 1993 formalmen-
te desaparece la “cláusula de gobernabilidad”, pero se legitima la despro-
porcionalidad a favor del PRI a través de la fórmula de repartición de los 
asientos de representación proporcional. Esto sobrevivió inclusive después 
de la reforma de 1996, cuando se introdujo que el máximo de sobrerrepre-
sentación sería del 8%.

La reforma de 1993 desapareció la “cláusula de gobernabilidad”, y todos los 
partidos que obtuvieran más del 1,5 por ciento de la votación entrarían al 
reparto de los 200 escaños de representación proporcional bajo las siguientes 
reglas: ningún partido podría obtener más de 60 por ciento de los escaños si 
su porcentaje de votación se encontraba por debajo de dicho porcentaje; si un 
partido obtenía entre el 60 y el 63 por ciento de la votación, su representación 
sería exactamente proporcional; y, finalmente, ningún partido podría obtener 
más del 63 por ciento de la representación…

Finalmente, la reforma electoral de 1996 supuso un avance significativo al 
establecer que el nivel máximo de sobrerrepresentación posible en el sistema 
electoral de la Cámara de Diputados sería del 8 por ciento. (Lujambio, 2010a 
[2000], p. 109)

El segundo pilar que sirvió para proteger la hegemonía del PRI fue el 
diseño de las autoridades electorales que prevaleció entre 1977 y 1990. Ha-
bíamos establecido que la función electoral era netamente administrativa y, 
por tanto, en manos del Poder Ejecutivo, y aunque siempre se incluyeron 
representantes de los partidos políticos con voz y voto hasta 1994, la organi-
zación era tal, que el PRI invariablemente tenía mayoría.

La Comisión Federal Electoral fue la autoridad electoral de 1946 a 
1990 —después se fundó el Instituto Federal Electoral—. La LFOPPE 
establecía que la Comisión Federal Electoral se conformaba por un re-
presentante del Poder Ejecutivo, que sería el secretario de Gobernación 
y que, a su vez, presidía todas las sesiones; dos representantes del Poder 
Legislativo, uno de cada Cámara, que siempre eran priistas, elegidos por 
la mayoría, y uno de cada partido nacional con registro. Después de 1979, 
que obtuvieron su registro definitivo, varios partidos de izquierda y de de-
recha complicaron las cuentas al PRI para asegurar mayoría de votos en 
la Comisión Federal Electoral. Después de la elección de 1982, el PARM 
no alcanzó el 1.5% de la votación y, en consecuencia, perdió su registro. 
El PRI-gobierno quedó en riesgo de perder votaciones al interior de la 
Comisión Federal Electoral; por tanto, a través de decisiones de dudosa 
legalidad e interpretaciones muy forzadas de la ley, lo resucitaron con la 
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oposición de prácticamente todos los demás partidos (Molinar, 1991, pp. 
108-115).

Después de 1986 se transformó de manera radical la conformación de 
la Comisión Federal Electoral para asegurar al PRI la mayoría, y con una 
lógica todavía más forzada que cuando regresaron a la vida al PARM, in-
trodujeron la proporcionalidad a la Comisión para quedar de la siguiente 
manera: el secretario de Gobernación como comisionado del Ejecutivo; dos 
comisionados del Poder Legislativo, uno por cada Cámara, elegidos por 
ésta —por definición, estas tres personas representaban una ventaja para 
el partido hegemónico—; un representante de cada partido que hubiese 
alcanzado entre 1.5% y 3% de la votación, y a partir de ahí habría un comi-
sionado adicional por cada tres puntos porcentuales. Ningún partido podría 
tener más de 16 comisionados —en el supuesto de que alcanzaran 48% o 
más de la votación—.

…la posterior decisión gubernamental de modificar el Código Federal Elec-
toral el modo de integración de la Comisión Federal Electoral que se había 
mantenido estable desde 1973 (un partido, un voto) para proponer una in-
tegración similar a la de 1951: sólo tres partidos (los de mayor importancia) 
tendrían voto, de acuerdo a la iniciativa del Código Federal Electoral enviada 
por el Ejecutivo a la Cámara a fines de 1986. Semejante iniciativa, que sin 
duda constituía un retroceso descomunal, fue sin embargo, modificada para 
introducir proporcionalidad en la integración de la Comisión, usando como 
parámetro los resultados de la última elección federal.

Esta manera de integrar la Comisión era, en realidad, dejar la vigilancia 
electoral en manos del único partido que en el último comicio (sic) federal se negó a 
aceptar una sola derrota.52 (Molinar, 1991, p. 114)

Después de las protestas sociales por los resultados oficiales de 1988, 
desapareció la Comisión Federal Electoral para dar lugar a la creación del 
Instituto Federal Electoral (IFE); una nueva autoridad electoral a la que 
la Constitución le garantizaba autonomía presupuestaria y operativa, pero 
que seguía dependiendo del Poder Ejecutivo. Si bien esto fue un avance muy 
significativo, el PRI conservó cierta ventaja sobre los demás partidos. Por la 
manera en la que se conformaba el Consejo General del nuevo instituto 
participaban, con voz y voto: el secretario de Gobernación; dos senadores 
y dos diputados, uno de la mayoría y otro de la primera minoría en ambos 
casos, y entre uno y cuatro representantes de cada partido, dependiendo de 
la votación alcanzada en la última elección. En esta ocasión se adicionaron 

52		 El subrayado pertenece al original.



54 MARÍA MARVÁN LABORDE

seis consejeros magistrados que representarían los intereses de la ciudada-
nía, con la finalidad de fortalecer la legitimidad de la autoridad electoral.

La reforma electoral de 1994 estableció un Consejo General para el 
IFE en el que no se le otorgaba al PRI una ventaja por encima de los demás 
partidos. Se conformaba por el secretario de Gobernación como presidente 
del Consejo, dos diputados, dos senadores (uno de la mayoría y otro de la 
primera minoría) y seis consejeros ciudadanos; estos once funcionarios con 
voz y voto, y un representante por cada partido político con voz, pero sin 
voto. Fue necesaria la gravísima crisis política de 199453 para que, finalmen-
te, se le pudiese arrebatar al PRI el control de la autoridad electoral.

La pluralidad también llegó al Senado de la República, aunque mucho 
más tarde que a la Cámara de Diputados. Basta recordar que la primera vez 
que el PRI no tuvo el 100% de los senadores fue con la elección de 1988. En 
1993 se introdujo una cierta proporcionalidad, y para ello se incrementó el 
número de senadores: cuatro por cada entidad federativa, tres para la ma-
yoría y uno para la primera minoría. Nótese que la fórmula es similar a la de 
la Cámara de Diputados en 1977: 75% para el partido hegemónico y 25% 
para las oposiciones. Es con la reforma electoral de 1996 que se avanza un 
poco en la incorporación de las minorías al Senado, pero a costa de perder 
la representación igualitaria de las entidades de la República. De los cuatro 
senadores, dos serían asignados a la mayoría y uno a la primera minoría, y 
los 32 restantes se repartirían siguiendo criterios de proporcionalidad, con-
siderando al país una sola circunscripción. A pesar de la desproporcionali-
dad intrínseca en esta fórmula, hasta la fecha estas son las reglas electorales 
que prevalecen para la integración del Senado.

La pluralización de las cámaras fue un elemento clave en el proceso de 
transición a la democracia y el final del sistema de partido hegemónico. En 
1988 por primera vez el PRI tuvo menos del 66% de las curules; es decir, 
perdió el control para poder reformar la Constitución. Esto obligó al presi-
dente a sentarse a negociar al menos con un partido para poder introducir 
algún cambio.

La reforma electoral de 1996 marca, junto con los resultados electorales 
de 1997, el fin del presidencialismo autoritario y de la hegemonía del PRI. 
Vale la pena detenerse no sólo en las principales transformaciones constitu-
cionales y legales, sino en el proceso mismo de construcción de acuerdos en-
tre el PRI, el PAN y el PRD, así como en los desacuerdos que tuvieron que 

53		 El 1o. de enero de 1994, fecha en la que entró en vigor el Tratado de Libre Comercio 
de América del Norte (TLCAN), estalló el movimiento convocado por el llamado Ejército 
Zapatista de Liberación Nacional; asimismo, el 23 de marzo de ese mismo año sucedió el 
asesinato de Luis Donaldo Colosio, candidato del PRI a la presidencia de la República.
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enfrentarse en el excepcional y largo proceso de negociación de la reforma 
que, en las pretensiones del presidente Ernesto Zedillo, debía ser profunda, 
decisiva y definitiva.

Las elecciones de 1994 se dieron en un inusitado contexto de violen-
cia: el levantamiento en Chiapas del autodenominado Ejército Zapatista de 
Liberación Nacional, y el asesinato del candidato del PRI a la presidencia 
de la República, Luis Donaldo Colosio. La participación de la ciudadanía en 
la elección fue la más alta registrada en la historia de México: 77.16%, de 
acuerdo con las cifras oficiales del IFE. Los resultados confirmaron la ten-
dencia pluralista del país para reformar la Constitución, el PRI necesitaba 
del PAN o del PRD. Octavio Paz (1994) escribió en Vuelta que estas tenían 
un doble mandato: la necesidad de cambio y la apuesta por la estabilidad 
para conducir las reformas democráticas que habrían de venir.

Dos cosas hay que recordar de la postura de Zedillo después de su triun-
fo electoral: primero, reconoció que su triunfo había sido legal, sin embargo, 
que la disparidad de recursos gastados por el PRI con los de la oposición 
le restaba legitimidad;54 segundo, planteó que sería necesaria una nueva re-
lación entre el PRI y el gobierno, en lo que él llamó “una sana distancia”, 
aunque este discurso fue abandonado rápidamente porque levantó sospe-
chas entre los militantes del partido. En la XVII Asamblea del PRI (marzo 
de 1995) buscó un acercamiento con el partido que le había llevado a la pre-
sidencia; sabía que si quería conducir la ambiciosa reforma que pretendía, 
debía contar con el apoyo de los priistas. De esta asamblea hay que resaltar 
el intento de una redefinición ideológica del PRI en la que retoma banderas 
más acordes con sus posturas “revolucionarias” anteriores a Miguel de la 
Madrid y a Carlos Salinas de Gortari, como pueden ser el nacionalismo y 
la justicia social (Espinoza, 1996, p. 147).

En la década de los noventa se fueron conformando en las entidades de 
la República lo que podríamos llamar bipartidismos estatales y, quizá, re-
gionales. Tanto el PAN como el PRD tuvieron avances espectaculares en las 
elecciones locales; a pesar de la inequidad, las elecciones eran cada vez más 
competidas. El largo y complejo proceso de negociación fue fuertemente 
influenciado por los sucesos locales, en especial por los conflictos poselecto-
rales de elecciones gubernamentales, e inclusive municipales (Becerra et al., 
2000; Castellanos, 1998).

Las preferencias electorales en favor de la oposición fueron creciendo 
en las elecciones locales, sin embargo, las autoridades electorales locales y 
los cuadros políticos del PRI hacían todo lo posible por alterar los resulta-

54		 Fue en 1994 cuando el IFE hizo el primer ejercicio de fiscalización de los gastos de 
campaña.
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dos y evitar su reconocimiento. Los gobiernos locales y el federal estaban 
inermes para solucionar la conflictividad electoral. Asimismo, tanto Salinas 
como Zedillo empezaron a intervenir con lo que pudiéramos llamar “solu-
ciones políticas de emergencia” (Becerra et al., 2000, p. 374), que también 
fueron conocidas como concertaciones.

Quizá el caso paradigmático, pero no el único, sea la elección de Gua-
najuato, en 1991: los resultados oficiales le dieron el triunfo a Ramón Agui-
rre, candidato del PRI, pero no fueron aceptados por el PAN, que había 
postulado a Vicente Fox, ni por el PRD, que postuló a Porfirio Muñoz Le-
do.55 Esto desató un fuerte conflicto poselectoral en el que Fox amenazó con 
impedir la toma de posesión de Aguirre. Salinas pactó, con la dirigencia del 
PAN, una salida política que careció de cualquier viso de legalidad, pero 
que pacificó los ánimos en esa entidad. El presidente le exigió la renuncia 
a Aguirre, quien aceptó —probablemente a regañadientes—, y al PAN le 
ofreció una gubernatura interina. El partido aceptó que tomara posesión el 
panista Carlos Medina Plascencia, y la promesa de un nuevo proceso elec-
toral adelantado. En mayo de 1995 se celebraron nuevas elecciones, en las 
que ganó y se le reconoció el triunfo a Vicente Fox. Estas soluciones extrale-
gales tuvieron la virtud de pacificar situaciones verdaderamente amenazan-
tes, pero al mismo tiempo, eran una nueva forma de violentar la voluntad 
ciudadana en las urnas; por ello debemos considerarlas como una expresión 
más del presidencialismo no democrático.

Esta experiencia dejó al descubierto las ventajas que derivaba el partido de 
una relación privilegiada con el Ejecutivo y las limitaciones de la nueva le-
gislación electoral. Sin embargo, lo ocurrido en la elección guanajuatense de 
1991 sirve también para señalar las contradicciones del desmantelamiento 
del autoritarismo, pues en ese caso, como en otros, el presidente de la Repú-
blica pudo revertir los resultados electorales bajo la presión de oposiciones 
que repudiaron los resultados adversos, pese a que en el Congreso habían 
votado las nuevas reglas del juego. Es decir, el problema central de quien go-
bierna estaba todavía en manos de personas y no era resuelto solamente por 
los mecanismos establecidos en la ley. (Loaeza, 1999, p. 498)

El 17 de enero de 1995, Zedillo anunció la necesidad de una nueva re-
forma política con especial énfasis en los aspectos electorales. El proceso de 
negociación fue largo y complicado; terminó hasta noviembre de 1996, ya 
iniciado el proceso electoral de 1996-1997. Si bien la reforma constitucio-

55		 Muñoz Ledo no cumplía los requisitos para ser candidato a gobernador, sin embargo, 
alegando un supuesto “derecho de sangre”, que no estaba contemplado en ninguna ley, se le 
registró.
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nal se aprueba por consenso,56 la reforma legal se aprueba solamente con 
el voto del PRI, porque el PAN y el PRD no cedieron en sus desacuerdos 
relativos al financiamiento público y las candidaturas de coalición. Las ne-
gociaciones se interrumpieron en diversas ocasiones, la mayoría de las veces 
como protesta por el desconocimiento de los resultados electorales locales, 
pero también por otros eventos, como la matanza de Aguas Blancas, en 
Chiapas. “La mesa de la reforma trabajaba sobre un campo minado, en el 
cual el gobierno, el PRI y el resto de los partidos eran desbordados o desobe-
decidos por sus propias fuerzas locales, amenazando el conjunto del proce-
so” (Becerra et al., 2000, p. 397).

A la luz del tiempo, puede parecer hasta extraño el recuerdo idealiza-
do que se tiene de la reforma de 1996, que, para muchos, marca el fin de 
la transición a la democracia, cuando estuvo a punto de no ser debido a la 
actitud maximalista del PAN y del PRD, que en más de una ocasión ame-
nazaron seriamente su viabilidad. La reforma constitucional fue publicada 
en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 22 de agosto de 1996, es decir, 
ya estaba vigente; para mayor detalle, ya se habían nombrado a los nueve 
integrantes del Consejo General del IFE y a los magistrados del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), y no había acuerdo 
para aprobar la legislación secundaria. No hubo manera de sacar las re-
formas a las leyes secundarias por consenso; ni siquiera con el concurso de 
dos de las tres fuerzas políticas relevantes. Finalmente, el presidente impu-
so su autoridad, y el PRI, su mayoría: el decreto de reforma se publicó en 
el DOF el 22 de noviembre de 1996, casi dos meses después de iniciado el 
proceso electoral.

¿Por qué la historia política del país recuerda la reforma electoral de 
1996 de manera tan positiva? Por sus resultados. Enumeraremos sus prin-
cipales logros enfocándonos en el tema de este capítulo: las disposiciones 
que contribuyeron al fin del presidencialismo autoritario no democrático 
y la creación de un sistema de partidos de pluralismo limitado sin partido 
hegemónico. Así, podemos agrupar en seis grandes temas las reformas más 
importantes: 1) autonomía total del IFE con respecto al Poder Ejecutivo; 2) 
sistema robusto de justicia electoral; 3) régimen legal de los partidos políti-
cos; 4) medidas a favor de la equidad en la competencia; 5) traducción de 
los votos en escaños, y 6) reforma política del entonces Distrito Federal.57

56		 DOF del 22 de agosto de 1996. Decreto que reforma 16 artículos de la Constitución 
(35, 36, 41, 54, 56, 60, 74, 94, 99, 101, 105, 108, 110, 111, 116 y 122) y adiciona otros tres 
(98, 105 y 106).

57		 Para mayor detalle sobre el contenido de la reforma de 1996 se recomienda ver el 
resumen elaborado en Becerra, Salazar y Woldenberg, 2000, pp. 423-455.
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Con relación a la autonomía constitucional del IFE, se suprimió toda 
la participación del Poder Ejecutivo en el órgano administrativo encarga-
do de organizar y arbitrar la contienda electoral. El Consejo General que-
daría integrado por un consejero presidente y ocho consejeros electorales 
elegidos por la Cámara de Diputados con voto calificado de dos terceras 
partes de las y los presentes. El Consejo General será el responsable del 
estricto cumplimiento de la normativa electoral. El cargo de director ge-
neral cambia por el de secretario ejecutivo, y a éste lo nombra el Consejo 
General a propuesta del consejero presidente. El presupuesto anual del 
INE se aprueba por el Consejo General y la SHCP lo integra al Presu-
puesto de Egresos de la Federación (PEF) para entregarlo a la Cámara de 
Diputados.

En el ámbito de la justicia electoral hay tres cambios importantes a 
destacar: el primero es que desaparece el Tribunal Federal Electoral para 
dar lugar al TEPJF, y como su nombre lo indica, la justicia electoral queda 
en manos del Poder Judicial. También aquí se elimina toda la posible inje-
rencia del Poder Ejecutivo, ya que no participa en el proceso de nombra-
miento de los magistrados. La SCJN propone ternas y el Senado de la Re-
pública nombra con el voto de las dos terceras partes. A la Sala Superior 
del TEPJF le corresponde realizar el cómputo final y formular la declara-
ción de validez de la elección, con lo que se elimina la calificación como 
un acto político en el que, tradicionalmente, llevaba ventaja el partido he-
gemónico. El TEPJF puede revisar las decisiones de los tribunales locales, 
esto agrega un nivel más a la cadena impugnativa, lo que a la postre se ha 
convertido en un tema a resolver por los múltiples litigios de los procesos 
electorales, pero en su momento fue una válvula de escape para disten-
der los conflictos locales. Sus decisiones serán definitivas e inatacables. La 
SCJN es la autoridad en materia de acciones de inconstitucionalidad, lo 
que permitió impugnar leyes locales que estuviesen en posible contradic-
ción con la Constitución.

Con respecto al régimen legal de los partidos políticos, sin duda el cam-
bio más importante es la prohibición explícita de la afiliación corporativa. 
La Constitución exige, en su artículo 41, la afiliación de ciudadanos de ma-
nera individual, lo que, evidentemente, fue un golpe fuerte a la organización 
corporativa del PRI, que nunca, desde su formación, se había preocupado 
por afiliar de manera individual a personas simpatizantes.

Hay otras reformas relevantes que empiezan a cerrar el sistema de par-
tidos: se elimina el registro condicionado y, a partir de 1996, todos los parti-
dos deberán cumplir con el requisito de realizar asambleas y demostrar un 
número mínimo de afiliados en una tercera parte de las entidades del país; 
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además, se obliga a los partidos a presentar una lista de afiliados que no 
podría ser inferior al 0.13% del padrón de electores. El umbral de partici-
pación subió a 2% de la votación válida emitida.

Muchas fueron las medidas para generar una competencia equitativa, 
pero quizá la más importante fue el incremento tanto en el financiamiento 
a los partidos políticos como en el tiempo que se les concedió en radio y 
televisión. Se introdujo la fórmula del financiamiento del 70% tomando en 
cuenta la votación en la última elección, y 30% igualitario entre todos los 
partidos con registro vigente. Se incrementan las exigencias en fiscalización 
y se reducen los tiempos para entregar informes. A partir de entonces, y 
hasta ahora, el financiamiento que México otorga a los partidos políticos 
es uno de los más generosos del mundo; en contrapartida, tenemos las res-
tricciones más severas al financiamiento privado. Asimismo, se incluye la 
obligación del IFE de monitorear los medios de comunicación para exigirles 
una “cobertura justa”.

Con respecto a la traducción de votos en escaños, se elimina la cláusula 
de gobernabilidad, lo que en ese momento pareció un gran avance en la 
desarticulación de los privilegios del partido mayoritario. Sin embargo, pre-
valeció una sobrerrepresentación de hasta 8%, y hoy, después de casi tres 
décadas, se ha hecho evidente que es una medida que refuerza al partido 
dominante. Lo que en su momento parecía un avance importante en la con-
solidación del pluralismo mexicano, en realidad no lo fue; quedó demostra-
do cuando en 2018 y 2024 el partido mayoritario obtuvo más del 40% de 
la votación efectiva.58

Finalmente, la reforma política del Distrito Federal fue un paso deci-
sivo en el proceso de transición a la democracia. Al cambiar la figura de 
jefe de Departamento del Distrito Federal, nombrado directamente por el 
presidente, por la de jefe de Gobierno, elegido a través del voto universal, 
secreto y directo de las y los ciudadanos empadronados en dicha entidad, se 
fortalecieron sus derechos políticos y, al mismo tiempo, es otra limitante del 
poder presidencial.

58		 En las elecciones de 2018 y 2024, en las que el partido Morena logró obtener más 
del 40% de la votación efectiva, el “premio” de la sobrerrepresentación de “hasta” el 8% se 
convirtió en un elemento gravemente distorsionador de la voluntad del electorado expresada 
en las urnas, en especial porque en la reforma constitucional de 2007, en la que se cambió 
la forma en la que la ciudadanía votaría por los partidos en coalición, el Poder Reformador 
de la Constitución no reformó el artículo 54, que hace referencia a la forma de repartir 
diputaciones de representación proporcional (RP) a los partidos sin distinguir entre partidos 
y coaliciones. El resultado electoral de 2024 ha generado una gran discusión en el ámbito 
nacional, ya que, a partir de dos interpretaciones posibles, la sobrerrepresentación de la 
coalición mayoritaria podría llegar hasta el 20%.
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V. Otros factores que intervinieron 
en el proceso de transición

Desde luego, la transformación del sistema electoral mexicano no fue el úni-
co suceso que facilitó el proceso de transición a la democracia en México. Las 
reformas electorales no fueron una graciosa concesión del régimen; desde la 
década de 1960 hay un proceso de pérdida de legitimidad y de eficacia en el 
régimen autoritario, cuya capacidad de inclusión económica se debilitó cons-
tantemente, lo que propició el aumento del control político que terminó en 
prácticas de abierta represión. ¿Qué fue primero, el huevo o la gallina? Hay 
autores que se decantan por decir que la ineficacia llevo a la deslegitimación; 
otros consideran que fue en sentido inverso, pero reconozcamos simplemente 
que en la década de los setenta ambas eran evidentes y se retroalimentaban 
entre sí.

La capacidad de inclusión del régimen fue debilitándose a medida que 
el llamado “milagro mexicano” perdió empuje y los mecanismos de coopta-
ción de los sectores del PRI perdieron eficacia. Tanto los gremios empresa-
riales como el sector obrero expresaron un creciente distanciamiento con el 
PRI y con el presidente. Por el lado de los empresarios, los secuestros de la 
Liga 23 de Septiembre y la incapacidad del gobierno de prevenirlos y cas-
tigarlos fueron motivo de distanciamiento. La retórica nacionalista y popu-
lista tanto de Luis Echeverría como de José López Portillo fueron una causa 
de preocupación constante. Aunque quizá los peores momentos fueron las 
crisis económicas de fin de sexenio. En agosto de 1976 se devaluó la moneda 
mexicana por primera vez desde 1954. En 1982 José López Portillo decidió, 
de manera unilateral y sorpresiva, la nacionalización de la banca comercial, 
que estuvo acompañada de una fuerte devaluación y un estricto control de 
cambios; el anuncio se hizo el 1o. de septiembre en el contexto de su último 
informe de gobierno, después de las elecciones presidenciales.

Fue en la década de 1970 cuando aparecieron los principales movi-
mientos del sindicalismo independiente entre los telefonistas y electricistas, 
que repudiaron su corporativización a la Confederación de Trabajadores 
de México y, por tanto, se distanciaron del PRI.

Ahora bien, la introducción de las reformas electorales no necesaria-
mente fue aceptada con agrado al interior del partido hegemónico, en espe-
cial cuando el presidente no tuvo más opción que reconocer los triunfos de 
mayoría relativa obtenidos por las oposiciones. Conforme se fueron agotan-
do los márgenes de discrecionalidad para manipular los resultados electo-
rales y los priistas empezaron a experimentar que obtener una candidatura 
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no aseguraba el triunfo, se debilitó uno de los principales incentivos para la 
disciplina partidaria.

Al término del sexenio de López Portillo, 1982, a la crisis económica 
se sumaron los escándalos de corrupción de los servidores públicos, em-
pezando por la figura presidencial. Esto llevó a que Miguel de la Madrid 
hiciera campaña con la propuesta de una necesaria renovación moral de la 
élite política. A inicios de su sexenio introdujo dos reformas legales que, en 
su momento, fueron importantes porque tenían el propósito de establecer 
ciertos controles sobre el Poder Ejecutivo. En primer lugar, se creó la Secre-
taría de la Contraloría, y en segundo lugar, se promulgó la Ley de Respon-
sabilidades de los Servidores Públicos (28 de diciembre de 1982) (Cárdenas, 
2005, pp. 75 y 76). No debemos soslayar su importancia por el hecho de que 
ambos controles al Poder Ejecutivo, en última instancia, dependieran de la 
voluntad presidencial.

Hemos hablado ya de la trascendencia de la candidatura de Cuauhté-
moc Cárdenas y el daño que infligió a la hegemonía del PRI, ahora vale la 
pena reparar en la construcción de la alianza del Frente Democrático Na-
cional. Además de que se hace evidente la vitalidad de las izquierdas mexi-
canas que lograron unificarse en torno a la figura de Cárdenas y en claro 
repudio a la transformación ideológica del PRI que impulsó Miguel de la 
Madrid y que continuarían Salinas de Gortari y Ernesto Zedillo Ponce de 
León, es muy significativo que ni el presidente ni el PRI hubiesen podido 
controlar a los tres partidos considerados paraestatales: PPS, PARM y PST.

Las reformas agrarias de Salinas de Gortari, que terminaron con la pro-
hibición a los campesinos de comercializar la propiedad ejidal, significaron, 
necesariamente, un golpe a la capacidad de cooptación del sector campesi-
no en la Confederación Nacional Campesina.

Salinas de Gortari creó, en 1990, la Comisión Nacional de Derechos 
Humanos en el seno de la Segob, y en 1992 promovió la reforma del artícu-
lo 102 constitucional para elevarla de rango, aunque sin darle la categoría 
de organismo constitucional autónomo (OCA), lo que sucedería hasta 1999, 
en el sexenio de Ernesto Zedillo, pero su creación significaba el reconoci-
miento del priismo de que el presidencialismo autoritario mexicano pasaba 
por la violación flagrante de los derechos humanos y que esto estaba pegan-
do a la legitimidad del régimen.

Por último, en 1993 desde el Ejecutivo se impulsó la reforma al artículo 
28 constitucional para garantizarle al Banco de México (Banxico) autono-
mía en el manejo de la política monetaria del país. Vale la pena reparar en 
el fraseo de la reforma constitucional del 20 de agosto de 1993: “El Estado 
tendrá un Banco Central que será autónomo en el ejercicio de sus funciones 
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y su administración. Su objetivo prioritario será procurar la estabilidad del 
poder adquisitivo de la moneda nacional, fortaleciendo con ello la rectoría 
del desarrollo nacional que corresponde al Estado…”. Por supuesto, el subrayado es 
mío, y es lo que quiero hacer notar al lector. Carpizo demostró, en su libro 
sobre el presidencialismo mexicano, la importancia y la fuerza del presidente 
en la elaboración e implementación de la política monetaria y de desarrollo 
económico. La importancia de la reforma constitucional que le da autono-
mía a Banxico no se circunscribe a ser el primer OCA de los muchos que 
vendrán después y que estudiaremos más adelante; claramente define una 
diferencia entre las funciones del Poder Ejecutivo y las del Estado. Esta dife-
renciación fue haciéndose cada vez más importante en los años del gobierno 
dividido (1997-2018).




